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Impuesto a las ganancias y haber jubilatorio
n 	Se plantea la inconstitucionalidad del 

inc. c) del art. 79 de la ley del impues-
to a las ganancias al gravar los haberes 
jubilatorios, ya que el sujeto no percibe 
una ganancia, sino un derecho adquiri-
do. La suma de dinero percibida perió-
dicamente forma parte de su derecho 
de propiedad privada.

El 30 de octubre de 2013 la Cámara Federal 
de Apelaciones de Corrientes resolvió el caso 
“Dabat, Gladis c. AFIP s/amparo”, mediante 
un fallo con el cual confirmó la sentencia 
del a quo, por cuyo intermedio se declaró la 
inconstitucionalidad del art. 79, inc. c), de 
la ley de impuesto a las ganancias (t. o. en 
1997), que define, como ganancias de cuarta 
categoría, las provenientes de las jubilaciones, 
pensiones, retiros o subsidios de cualquier especie 
en cuanto tengan su origen en el trabajo personal.

Con este pronunciamiento, la Cámara 
ratificó la decisión que adoptó, el 6 de octubre 
de 2010, en el caso “Barbis, Abel c. AFIP”, así 
como también la doctrina expuesta por la 
sala I de la Cámara Federal de la Seguridad 
Social en los casos “Pagani”, “Castañeira”, 
del 11 de octubre de 2007, y “Galiano”, del 4 
de abril de 2008. De acuerdo con esa doctrina 
se entiende que el haber jubilatorio no es una 
ganancia forjada por la actividad productiva, 
sino que su origen reside en el cumplimiento 
de una obligación, de una deuda social, que 
tiene la comunidad hacia el jubilado.

Conforme a una interpretación teleológica 
y sistemática de los arts. 14 bis, 16, 17 y 75, 
inc. 23, de la Constitución nacional, y de sus 
normas complementarias (resultantes del 
art, 75, inc. 22, de la propia Constitución), 
contenidas en la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre (art. 
16), en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (art. 25), en el Pacto Internacional 

de  Derechos Económicos,  Sociales  y 
Culturales (arts. 9 a 12), en la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer (art. 11), y en 
la Convención sobre los Derechos del Niño 
(arts. 24, 26 y 27), corresponde proteger a las 
personas contra las consecuencias negativas 
que puedan traer aparejadas la vejez, la 
incapacidad —ya sea física o mental—, 
mediante el suministro de los recursos que 
les permitan una subsistencia con dignidad.

Se trata de preceptos, todos ellos, de 
carácter programático, que imponen a 
los órganos estatales el deber de cumplir, 
o de organizar el cumplimiento de sus 
cometidos, ya sea en forma directa o por la 
supervisión de su ejecución por entidades 
privadas. En tal sentido, el art. 35 de la 
Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre establece que toda 
persona debe cooperar con el Estado en la 
asistencia y seguridad sociales, de acuerdo 
con sus posibilidades, y tener en cuenta las 
circunstancias de cada caso particular.

No cabe duda, de conformidad con los 
valores humanistas de la democracia 
constitucional, que el régimen jubilatorio 
—abarcador de las pensiones, retiros o 
subsidios originados en el trabajo personal— 
está estrechamente ligado con la dignidad 
humana que, junto a la libertad y el progreso, 
son los estandartes básicos que enarbola 
nuestra Ley Fundamental como objetivos de 
la Nación Argentina. Su finalidad reside en 
asegurar la subsistencia digna de quienes no 
pueden, por razones de salud, proseguir con 
la prestación eficiente de servicios laborales, 
así como también de las personas que, en un 
momento avanzado de sus vidas, deciden 
cesar en el desenvolvimiento de actividades 
p r o d u c t i v a s .  E s  u n a  c o m p e n s a c i ó n 
que se brinda a quienes asumieron la 
responsabilidad social de vivir, al dar 
satisfacción, con su excelencia intelectual y 
física, los legítimos intereses individuales, 
familiares y colectivos de una comunidad.

No se  trata de un premio o  de una 
concesión basada sobre la caridad. Tampoco 
es un privilegio. Es un derecho consistente en 
percibir, periódicamente, una suma de dinero 
cuando su titular concluye con la actividad 
laboral o profesional, y siempre que cumpla 
con los requisitos reglamentarios dispuestos 

por el legislador que, normalmente, recaen 
sobre la edad, la antigüedad en la prestación 
de los servicios y el pago de aportes.

Con esta tipificación, el beneficio económico 
que recibe la persona jubilada integra su 
derecho de propiedad privada. Es éste un 
derecho del cual su titular no puede ser 
privado, a menos que, voluntariamente y 
con los alcances que determine la ley, decida 
retornar a la actividad productiva. Aunque, 
esto último sólo puede acarrear la suspensión, 
total o parcial, del haber jubilatorio, pero 
no su cancelación, porque se trata de un 
derecho adquirido e irrenunciable, debido a su 
connotación social de orden público.

Estas ideas fluyen del fallo emitido por 
la Cámara Federal de Apelaciones de 
Corrientes cuando:

1) mediante una interpretación semántica 
y sistemática del texto legal expresa que para 
ella el trabajo es “toda actividad psicofísica que 
realiza una persona para obtener una remune-
ración”, y que están gravados los frutos de 
esa actividad. (1) Quienes perciben un haber 
jubilatorio no son trabajadores, sino perso-
nas que ya no están comprendidas en esa 
categoría. No son trabajadores sino ex tra-
bajadores. Es una interpretación, quizá más 
literal que semántica, pero que se adecua a la 
hermenéutica restrictiva que debe imperar 
en materia tributaria.

2) El sujeto pasivo del impuesto es un 
trabajador en actividad, que produce las 
ganancias (2) gravadas. Al ex trabajador  
ya se le hicieron los descuentos destinados 
al pago del impuesto a las ganancias sobre 
los haberes que percibía cuando estaba ac-
tivo.

3) Cuando el trabajador ingresa al estado 
de pasividad, accede al beneficio previsional 
que es, en principio, su único sustento. Pero 
ese beneficio no es consecuencia de un 
hecho laboral, y, por tanto, no es un hecho 
imponible.

4) Mediante la aplicación del principio de 
igualdad, y para concretar un equilibrio so-
cial con las personas cuyo beneficio jubila-
torio está exento del pago del impuesto a las 
ganancias (3), es razonable poner en un pie de 
igualdad a todas las personas que accedieron 
al beneficio jubilatorio.

5) La sociedad instituyó el haber jubilatorio 
para subvenir a todas las necesidades que 
pueda tener la persona que ingresa a la vida 
laboralmente pasiva, y en consideración a sus 
características personales. Esto conlleva a 
que ese haber no pueda ser pasible de alguna 
carga tributaria que lo reduzca, porque lo 
contrario importa desnaturalizar el sentido 
asignado a esa prestación.

Estimamos que la sentencia es razonable: 
procura restablecer una cuota de sensatez 
en materia tributaria, aunque aceptamos que 
alguno de sus fundamentos es cuestionable. 
Pero, al margen de esta consideración, tiene 
la virtud de imponer un límite al afán descon-
trolado de los gobiernos para recaudar fondos, 
sin medir las consecuencias sociales de sus de-
cisiones. La creación de un impuesto, la deter-
minación de su sujeto pasivo, del hecho impo-
nible y del monto del tributo merecen una im-
portante cuota de inteligencia y sensibilidad 
social en sus autores, para evitar el retroceso 
que acarrea la injusticia y su consecuente eva-
sión fiscal. Bien decía Alberdi: “En la formación 
del tesoro público puede ser saqueado el país, des-
conocida la propiedad privada y hollada la segu-
ridad nacional; en la elección y cantidad de los 
gastos puede ser dilapidada la riqueza pública, 
embrutecido, oprimido y degradado el país”.(4)

La creación e interpretación de las leyes 
tributarias no puede quedar al margen del 
sistema constitucional en que se sancionan, 
ni desconocer los propósitos humanistas 
que inspiraron su establecimiento, a menos, 
claro está, que nuestra aspiración consista 
en sustituir esa conformación política. Esta 
afirmación conduce a desechar todos los 
criterios que asignan al poder impositivo 
una envergadura y potencia tales que 
desembocan en la negación de la libertad, la 
dignidad y el progreso del ser humano.

Gregorio Badeni

El haber jubilatorio no es una ganan-
cia forjada por la actividad produc-
tiva, sino que su origen reside en el 
cumplimiento de una obligación, de 
una deuda social, que tiene la comu-
nidad hacia el jubilado.

La creación e interpretación de las 
leyes tributarias no puede quedar al 
margen del sistema constitucional en 
que se sancionan, ni  desconocer los 
propósitos humanistas que inspira-
ron su establecimiento.
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Sin  embargo ,  a l  cons iderar  que  e l 
Estado fue creado y funciona sólo para 
satisfacer los intereses de la sociedad, se 
arriba a la errónea conclusión de que las 
leyes tributarias siempre benefician a la 
comunidad y a las personas que la integran 
y que, como consecuencia ineludible, sus 
normas deben ser interpretadas con la 
propensión de facilitar la concreción de la 
política tributaria formulada por el gobierno. 
Tal criterio, propio del economicismo 
patológico, relega a un plano secundario a la 
libertad y fomenta la desviación del poder en 
esta área socialmente tan sensible.

El poder impositivo, como manifestación 
del poder soberano del Estado, no es absolu-
to en una democracia constitucional. Está li-

viene de tapa

Firmas extranjeras se 
mantendrían al margen de las 

privatizaciones en China

Las compañías extranjeras se manten-
drían mayormente al margen de la nueva 
ola de apertura de los sectores estatales 
al capital privado en China, y es probable 
que las autoridades recurran a institucio-
nes como fondos de pensiones y asegura-
doras locales.
Gigantes estatales como China National 
Petroleum Corporation (CNPC), Sinopec 
Corp y China Railway Corporation han re-
ferido que buscaban inversiones de capital 
privado y de fondos.
Las inversiones de las aseguradoras y 
fondos de pensiones locales no sólo permi-
tirán a Pekín acceder a grandes ahorros 
para financiar inversiones a medida que el 
crecimiento económico se ralentiza, sino 
que también permitirá que estas institu-
ciones diversifiquen su cartera lejos de la 
dependencia en los bonos u otros produc-
tos de renta fija.  
Fuente: REUTERS LATAM

UE advierte de problemas 
económicos en Italia; Francia 
incumpliría metas de déficit

La Comisión Europea puso a Italia en su 
lista de alerta debido a la elevada deuda 
pública del país y a su débil competitivi-
dad, y advirtió a Francia que incumplirá 
con los objetivos de reducción del déficit 
del presupuesto que acordó a menos que 
tome medidas.
La Comisión, el brazo ejecutivo de la 
Unión Europea, realizó revisiones en pro-
fundidad de las economías de 17 países de 
la UE que considera tienen desequilibrios 
macroeconómicos.
Francia tampoco estaría cumpliendo con 
sus promesas de consolidación y su capa-
cidad de competir en los mercados globa-
les también fue débil, según el texto.
Pero los desequilibrios fueron excesivos 
en Croacia, Italia y Eslovenia, lo que im-
plica que ahora la Comisión vigilará estre-
chamente sus economías, asegurándose 
de que implementen las reformas que 
recomendaron los ministros de Finanzas 
de la UE.
Fuente: REUTERS LATAM

Apple desvió 3.800 millones 
de euros a Irlanda  

para evitar pagar impuestos  
en Australia

La empresa multinacional de tecnología, 
Apple,envió aproximadamente 5.800 mi-
llones de euros de ingresos a Irlanda para 
evitar pagar los impuestos correspondien-
tes en Australia durante la última década.
Un ejemplo que reveló el diario Australian 
Financial Review, es que el pasado año, la 
compañía desvió un total de 1.313 millo-
nes de euros procedentes de sus ventas 
en Australia al país europeo, donde sólo 
declaró haber ganado 58,14 millones de 
euros.
De esta manera y según las cuentas de la 
multinacional, Apple obtuvo un total de 
72.801 millones de euros en ganancias, por 
las que tan sólo pagó 50 centavos de dólar 
por cada mil dólares recaudados.
Fuente: IPROFESIONAL

BREVES
interNACIONALES

Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723)

(1) Colisiona con el sentido común y el concepto de 
justicia que, para trabajar, se deba pagar un impuesto 
por la remuneración que se percibe. Que, al margen de 
desarrollar una actividad productiva para la sociedad, 
como compensación se deba pagar una suerte de diezmo 
al Estado para cumplir con una carga social.

(2) A ello se añade que el Estado fue siempre un pésimo 
administrador de los fondos jubilatorios, al apropiarse de 
ellos para financiar su déficit fiscal, sin contraprestación 
alguna para el sector pasivo y los futuros jubilados. Más 

aún: algunos gobiernos llegaron al extremo de suspender 
el pago de haberes, de reducirlos o de diferir su entrega 
a los beneficiarios con lo que generaron una situación de 
inseguridad, temor e indigencia que no se compadece 
con los más elementales principios de la dignidad huma-
na, exigidos por la Constitución. Aparentemente, la clase 
pasiva es un elemento políticamente descartable para los 
gobiernos cuya insensibilidad social es sugestiva.

(3) Entre otros, es el caso de los magistrados, funcio-
narios y empleados judiciales, debido a una razonable 
aplicación extensiva del art. 110 de la Constitución.

(4) ALBERDI, Juan Bautista, “Sistema económico y 
rentístico de la Confederación Argentina según su Cons-
titución de 1853”, Obras selectas, tomo XIV, p. 397.

(5) LINARES QUINTANA, Segundo V., “Tratado de 
la ciencia del derecho constitucional”, ed. Plus Ultra, 
Buenos Aires, 1987.

(6) LUQUI, Roberto Enrique, “Bases constitucionales 
del impuesto inmobiliario”, en La Ley: 2009-C, 894.

Fabiana H. Schafrik de Núñez

mitado por la libertad en el campo tributario, 
que impide la expresión de ese poder cuando 
está desprovisto de una causa constitucional, 
o cuando su ejercicio conduce a la exacción y 
al despojo (5), o cuando encubre una desvia-
ción de poder.

Compartimos la autorizada opinión de Ro-
berto E. Luqui cuando afirma: “Cada día se 
crean nuevos impuestos, se incrementan las alí-
cuotas, se gravan más actividades, sin interesar-
le mayormente a los gobernantes la justicia de 
esos tributos. Tal vez algunos piensen que las re-
glas éticas no alcanzan al Estado y se quejan por 
la conducta de los contribuyentes. Grave error, 
porque como señala Tripke, `una moral tribu-
taria deficiente es el reflejo de la moral deficien-
te del Estado, pues un fenómeno es consecuencia 
del otro’“. (6)

La advertencia de Luqui es fácilmente 
comprobable mediante un somero análisis 
de nuestro sistema tributario, cuya patología 
se incrementa al margen de la Constitución, 
sin que exista indicio alguno que nos 
permita vislumbrar una sensata y justa 
reformulación.

E n  e l  í n t e r i n ,  n o s  c o m p l a c e  l a 
manifestación de sentencias judiciales 
como la emitida por la Cámara Federal 
d e  A p e l a c i o n e s  d e  C o r r i e n t e s  y  s u 
expansión jurisprudencial que, además 
de limitar el ejercicio abusivo del poder de 
policía y asumir su función de control de 
constitucionalidad, importa una invitación al 
Congreso Nacional y al órgano ejecutivo del 
gobierno para encarar una profunda y justa 
reforma del sistema tributario vigente. n

El circuito presupuestario  
a la luz de la Constitución nacional

I. Introducción

Podemos analizar el derecho presupues-
tario desde diferentes perspec-tivas. En-
tre ellas puede destacarse la que involucra 
la aplicación de los fondos presupuestarios 
para la satisfacción de los derechos constitu-
cionales, o la que es objeto de este trabajo y 
que propone analizar cada una de las etapas 
en la vida del presupuesto (1). En este plano, 
el denominado ciclo o circuito presupuestario 
describe el camino que necesariamente ha-
brá de recorrer, desde la formulación pre-
supuestaria hasta que, una vez finalizada la 
etapa de la ejecución, se prepare la cuenta de 
inversión que examinará el Congreso Nacio-
nal para su aprobación o rechazo.

El ciclo presupuestario es un verdadero 
sistema donde cada una de las etapas que lo 
conforma es antecedente ineludible para la 
ocurrencia de la próxima.

E l  d i s e ñ o  d e l  p r e s u p u e s t o  e s  u n a 
manifestación del sistema representativo, 
republ icano y  federal  a l  que adhiere 
nuestro país (art. 1º, Constitución nacional) 
y las bases de su realización están en la 
Constitución nacional.

Además, el sistema se fortalece con la 
aplicación y plena vigencia de la cláusula 
democrática (art. 36, Constitución nacional). 
En las épocas en que se interrumpió el 
orden democrático en nuestro país, el 
quiebre institucional debilitaba, y hasta 
tornaba inexistente, el sistema de frenos 

y contrapesos de los órganos de poder del 
Estado.

Por ello, decimos que la distribución de 
funciones entre los distintos órganos de 
poder del Estado, en materia financiera, es 
una manifestación del sistema democrático.

El ciclo presupuestario es, esencialmente, 
dinámico:  así ,  mientras se ejecuta el 
presupuesto anual corriente, se prepara, a la 
vez, el proyecto de ley de presupuesto para 
el año siguiente. También se confecciona 
el presupuesto consolidado, o la cuenta de 
inversión correspondiente al año precedente. 
Entre tanto, el Congreso Nacional discute 
sobre cuentas de inversión de ejercicios 
financieros anteriores,  y la Auditoría 
General de la Nación audita, como parte de 
su plan de acción anual, la actividad de algún 
organismo o entidad que recibe fondos del 
Estado nacional, o dictamina respecto de una 
cuenta de inversión. También podrá ejercer 
su competencia la Comisión Parlamentaria 
Mixta Revisora de Cuentas.

Aunque estos pasos son sucesivos, en 
un ejercicio financiero determinado, en la 
práctica todo ese movimiento no cesa y se da 
simultáneamente en un año calendario, en el 
cual se involucran acciones necesariamente 
relativas a distintos ejercicios financieros.

La ejecución del presupuesto vigente 
para el año de que se trate coincidirá 
temporalmente, en algún punto, con el 
desarrollo de cada uno de los momentos 

antes reseñados, que podrán pertenecer a 
otros ejercicios.

Dentro del ciclo vital presupuestario 
se pueden distinguir diferentes etapas: la 
formulación o preparación del proyecto de 
ley de presupuesto, la discusión, la ejecución 
y el control. En cada una de estas etapas 
distintos órganos de poder del Estado 
cumplen un rol preponderante. El ciclo 
comienza con la formulación de un proyecto 
por el Poder Ejecutivo, y culmina con el 
juzgamiento de su actividad financiera por el 
Congreso Nacional, exteriorizado mediante 
el rechazo o la aprobación de la cuenta de 
inversión.

En el circuito presupuestario se destaca la 
participación del Poder Ejecutivo nacional y 
de sus ministros secretarios (en especial de 
la cartera económica), del jefe de gabinete 
de ministros y del Congreso Nacional. Ello 
es coherente con el sistema de gobierno 
presidencialista, al que adscribe nuestro 
país.

El Poder Judicial intervendrá oportu-na-
mente ante la petición de quienes consideren 
vulnerados derechos constitucionales por ac-
ción u omisión estatal (2), cuya concreción se 
vincula con el derecho presupuestario.

El punto de partida para el análisis de esta 
temática es la Constitución nacional y a partir 
de su texto debemos introducirnos en el exa-
men de la normativa inserta en la ley 24.156, de 
administración financiera y de los sistemas de 

NOTAS
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control del sector público nacional (3), y demás 
normas del derecho público relacionados con 
la actividad financiera del Estado.

Dado que la ley 24.156 es anterior a la 
reforma constitucional de 1994, resulta 
necesaria su revisión ante la creación de 
la figura del jefe de gabinete de ministros, 
el estatus constitucional de la Auditoría 
General de la Nación y las modificaciones en 
el art. 75, incs. 2º y 8º.

Sería importante capitalizar, en una futura 
reforma, la experiencia generada en más de 
veinte años de vigencia de la ley 24.156.

II. La preparación del proyecto de ley de presu-
puesto (4)

El art. 75, inc. 8, de la Constitución nacional 
dispone, como atribución del Congreso 
Nacional, la fijación anual del presupuesto 
de gastos conforme al programa general de 
gobierno.

En un sistema presidencialista, el gobierno 
recae en el presidente de la Nación. De ello se 
deriva que a ese órgano de poder del Estado 
compete formular el proyecto de ley, por ser 
quien está legitimado para fijar su programa 
de gobierno. La reforma constitucional de 
1994 creó la figura del jefe de gabinete de 
ministros, pero reafirmó, en el art. 99, inc. 1, que 
el presidente es el jefe del gobierno y responsable 
político de la administración general del país”.

En cambio, el ejercicio de la administra-
ción general del país es atribución reconoci-
da al jefe de gabinete de ministros (art. 100, 
inc. 1, Constitución nacional) (5).

Si bien la ley de presupuesto es un instru-
mento jurídico donde se plasma el modo de 
llevar adelante la actividad financiera del 
Estado, (no se puede desmembrar de su ca-
rácter de vehículo para la realización de los 
derechos), no podemos negar la faz política 
planteada por su formulación. Ello es reco-
nocido por el plexo constitucional, al otor-
gar al Congreso Nacional la atribución de 
fijar anualmente el presupuesto de gastos 
y cálculo de recursos en base al programa ge-
neral de gobierno y al plan de inversiones pú-
blicas. El reconocimiento de su faz política 
no desvirtúa ni empaña la naturaleza jurídi-
ca de la ley, tal como lom analizamos en este 
trabajo (6).

Por lo expuesto, la iniciativa para confec-
cionar el presupuesto corresponde al Poder 
Ejecutivo. Una mirada a las asignaciones de 
los créditos públicos permite saber cuáles 
son las finalidades y las prioridades fijadas 
por el Poder Ejecutivo para el gasto.

Si bien existe discrecionalidad en el mar-
co de fijación de esas prioridades, el uso de 
esta atribución nunca podría ser arbitrario; 
sin embargo, debemos avanzar en la con-
vicción de la limitación de aquel margen de 
discrecionalidad y el consiguiente aumen- 
to del carácter reglado del presupuesto. 
Esta idea está atada al entendimiento que 
el presupuesto es el instrumento jurídico 
destinado a cumplir los derechos constitu-
cionales (7).

Sumado a ello, cabe reflexionar que, 
en los últimos tiempos, se observa un 
marcado incremento en el reconocimiento 
del control judicial respecto de derechos 
constitucionales insatisfechos, cuya falta 
de concreción no puede escudarse en 
insuficiencia de partidas presupuestarias. 
En síntesis, el programa general de gobierno 
y el plan de inversiones públicas deben ser 
entendidos en el marco de las normas de la 
Constitución nacional.

La ley 24.156 (art. 24) dispone que el Poder 
Ejecutivo fijará los lineamientos generales 
para la formulación del proyecto de ley de 
presupuesto. Esa norma agrega que las 
dependencias especializadas del Poder 
Ejecutivo deberán practicar una evaluación 
del cumplimiento de los planes y políticas 
nacionales y del desarrollo general del país, 
y sobre estas bases y una proyección de las 
variables macroeconómicas de corto plazo, 
preparar una propuesta de prioridades 
presupuestarias en general y de planes 

o programas de inversiones públicas en 
particular.

Planteamos la necesidad de coordinar esta 
atribución de gobierno con la otorgada por 
el art. 100, inc. 6, de la Constitución nacional 
al jefe de gabinete de ministros, en cuanto 
prescribe que es él quien envía el proyecto de 
ley de presupuesto al Congreso Nacional.

Podemos afirmar que la Constitución 
nacional, al otorgar esa atribución al jefe de 
gabinete de ministros lo ha hecho partícipe, 
de algún modo, de la preparación del 
proyecto de presupuesto.

En la práctica, año tras año, el Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas resuelve 
constituir el Grupo de Apoyo para la Elabora-
ción del Presupuesto (GAEP). Sobre la base 
de un cronograma se indican las actividades 
a cumplir por ese grupo en los períodos pre-
fijados, y se instituyen los distintos responsa-
bles que contribuirán a la confección del pro-
yecto de ley de presupuesto (8).

Sin lugar a dudas, es una deuda pendiente la 
adaptación de la letra de la Constitución nacio-
nal a la ley 24.156. La responsabilidad primaria, 
en cuanto a la recaudación de impuestos y al 
ejercicio de la actividad financiera del Estado, 
pertenece al Poder Ejecutivo, a través del mi-
nistro secretario a cargo de la cartera económi-
ca, en tanto que la Constitución ha reservado el 
ejercicio de esas atribuciones al jefe de gabinete 
de ministros (9). Ello no obstante, el art. 99, inc. 
10, de la Constitución nacional, reserva al Poder 
Ejecutivo la atribución de supervisar esa activi-
dad del jefe de gabinete de ministros.

Dentro de este complejo de actividades, y 
una vez fijado el piso presupuestario, las ju-
risdicciones y entidades indicadas en el art. 
8°, inc. a), de la ley 24.156, deben remitir sus 
anteproyectos de ley de presupuesto a la Ofi-
cina Nacional de Presupuesto (10), a fin de 
que ésta elabore el proyecto de ley de presu-
puesto (art. 24, ley 24.156).

La reforma constitucional de 1994 intro-
dujo la noción de gabinete. Esta expresión, 
ya utilizada para referir la reunión del 
presidente con sus ministros, la Constitución 
la menciona específicamente.

Cuando aludimos al acuerdo de gabinete 
mentamos la reunión de todo el cuerpo de 

ministros, de la cual se puede tener constan-
cia por la suscripción que ellos hagan de la 
medida tratada en su presencia. Se observa 
una diferencia terminológica cuando el art. 
99, inc. 3, al regular sobre los reglamentos de 
necesidad y urgencia, dice acuerdo general de 
ministros”: parecería que así se ha pretendi-
do mayor rigurosidad con la suscripción del 
acuerdo. El alcance de la terminología utili-
zada ha generado diversas interpretaciones 
doctrinales al respecto (11).

III. Discusión del proyecto de ley

El tratamiento del proyecto de ley de 
presupuesto, en el Congreso Nacional, 
sigue el procedimiento constitucional sobre 
formación y sanción de las leyes (arts. 77 a 
84, Constitución nacional).

Por la ley 24.156 (art. 26) el proyecto de ley 
de presupuesto tiene como Cámara de origen 
a la de Diputados de la Nación.

El lo  guarda relación con el  t ipo de 
representación que intenta resguardar 
la conformación de ese cuerpo legislativo 
y, en ese contexto, se debe recordar que 
a esa Cámara corresponde la iniciativa 
en los proyectos sobre impuestos (art. 52, 
Constitución nacional).

La importancia de ser Cámara de origen, 
en el trámite legislativo, radica en su 
preeminencia al ser sancionada de la ley, 
si la Cámara revisora no lograra superar 
las mayorías de la otra Cámara en los 
cambios que introdujo al proyecto (art. 81, 
Constitución nacional).

El proyecto de ley de presupuesto debe ser 
presentado al Congreso Nacional antes del 
15 de septiembre del año anterior al que va 
a regir (art. 26, ley 24.156) (12). Por el art. 10 
del mismo cuerpo legal el ejercicio financie-
ro comienza el 1° de enero y termina el 31 de 
diciembre de cada año, en coincidencia con 
el año calendario (13). Esto no fue siempre así: 
durante la vigencia de la ley de contabilidad, 
el año financiero se extendía, según su art. 1°, 
entre el 1º de noviembre y el 31 de octubre si-
guiente.

El tratamiento del proyecto legislativo 
en el Congreso Nacional debe ser rápido. 

En los últimos tiempos, se observa 
un marcado incremento en el recono-
cimiento del control judicial respecto 
de derechos constitucionales insa-
tisfechos, cuya falta de concreción no 
puede escudarse en insuficiencia de 
partidas presupuestarias.

Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723)

(1) Horacio G. Corti, en su ya clásica obra “Derecho 
constitucional presupuestario” (ed. LexisNexis, Buenos 
Aires, 2007, p. 219), se refiere a la vida de la ley de pre-
supuesto. Debemos hacer especial mención de Carlos 
María Giuliani Fonrouge, cuya tan valiosa obra “Dere-
cho financiero”, actualizada por Susana Camila Navarri-
ne y Rubén Oscar Asorey, décima edición (ed. La Ley, 
Buenos Aires, 2011), contiene el capítulo “Dinámica del 
presupuesto”, en el tomo I, ps. 253 a 274. En materia ati-
nente al desarrollo de la actividad financiera se destacan 
también los aportes de Adolfo Atchabahian, con su obra 
“Régimen jurídico de la gestión y del control en la hacienda 
pública” (ed. La Ley, Buenos Aires, 2013).

(2) En algunos precedentes de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación se planteó la tensión entre dere-
chos constitucionales y temas presupuestarios: “Asocia-
ción Benghalensis y otros c/Estado Nacional” (Fallos: 323-
1339); “Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministe-
rio de Salud y Acción Social — Secretaría de Programas de 
Salud y Banco de Drogas Neoplásicas” (Fallos: 323-3229); 
“Badín, Rubén y otros c/Provincia de Buenos Aires s/daños 
y perjuicios” (Fallos: 318-2002); “Verbistky, Horacio s/há-
beas corpus” (Fallos: 328-1146); “Badaro, Adolfo Valentín 
c/ANseS s/reajustes varios” (Fallos: 329:3089; 330-4866); 
“Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros 
s/ daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación 
ambiental del Río Matanza — Riachuelo)” (Fallos: 331-

1622); “Q.C., S. Y c/Gobierno de la Ciudadde Buenos Aires 
s/amparo” (Fallos: 335-452) entre otros.

(3) Fueron antecedente de la ley de administración 
financiera los estudios de SIMAFAL (Sistema Inte-
grado Modelo de Administración Financiera y Control 
para América Latina),. que producto de un proceso de 
investigación, realizado con el auspicio de la Agencia 
para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos 
de América, como primera fase del Proyecto para el Me-
joramiento de la Administración Financiera en América 
Latina y el Caribe (LAC/RFMIP I). El diseño propuesto 
por SIMAFAL fue seguido, en su momento, por Bolivia, 
El Salvador, Panamá, Venezuela, Paraguay, Nicaragua, 
Honduras, Colombia y Guatemala.

(4) Sobre el tema, destacamos el aporte de Adolfo At-
chabahian, ob. cit. en nota 1, ps. 268 y ss.

(5) A partir de la reforma constitucional de 1994, en el 
sistema presidencialista argentino se han escindido las 
jefaturas de gobierno de la de administración. Tal como 
se ha dicho, el gobierno corresponde al presidente de la 
Nación, en tanto que el ejercicio de la administración 
al jefe de gabinete de ministros. Además, a este último 
fueron asignadas facultades en materia recaudatoria y 
presupuestaria (art. 100, incs. 6 y 7). Sin embargo, el sis-
tema constitucional reservó la responsabilidad y super-
visión de la administración general del país y de las de-
más atribuciones enunciadas al Poder Ejecutivo (art. 99, 
incs. 1 y 10). A pesar de la intención de atenuar el sistema 
presidencialista de gobierno, los consensos que llevaron 

a la reforma constitucional no alcanzaron para plasmar 
claramente tal circunstancia. El sistema argentino se ha 
caracterizado, desde antaño, por la mayor gravitación 
del Poder Ejecutivo dentro del esquema republicano 
que adoptó la nación para sí; esta situación fue motivo 
de análisis, entre otros momentos, en los estudios pre-
vios que desembocaron en la reforma constitucional de 
1994 (J. Barraza y F. Schafrik, “El jefe de gabinete de mi-
nistros”, ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1999).

(6) Álvaro Rodríguez Bereijo, “Estudio preliminar. La-
band y el derecho presupuesteario del Imperio Alemán” , a 
la obra de Paul Laband, “El derecho presupuestario”, ed. 
Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1979.

(7) En ese sentido, Horacio G. Corti (ob. cit. en nota 1, 
capítulo I, ps. 1-29), entiende la actividad financiera pú-
blica “como el conjunto de acciones financieras realizadas 
por el Estado con el fin de hacer efectivas las instituciones 
constitucionales”.

(8) Por resolución 228, del 22 de mayo de 2013, el Mi-
nisterio de Economía y Finanzas Públicas fijó el crono-
grama para la elaboración del proyecto de ley de presu-
puesto de la administración nacional para el año 2014 y 
el presupuesto plurianual 2014-2016.

(9) Lassalle, Ferdinand, en “Qué es nna Constitucion?”, 
ed. Ariel, Madrid, 1997.

(10) La Oficina Nacional de Presupuesto, como órga-
no rector del sistema presupuestario, tiene responsabili-
dades sobre la formulación y ejecución presupuestarias 
(art. 17, ley 24.156).

(11) Tomás Hutchinson, “Los ministros del Poder Eje-
cutivo”, en la obra colectiva “Constitución de la Nación 
Argentina”, dirigida por D. Sabsay, P.L. Manili, ed. Ham-
murabi, Buenos Aires, 2009, p. 293. Esta distinción ter-
minológica también es advertida por María Angélica Ge-
lli, al comentar los arts. 99, inc. 3, y 100, inc. 6, en su obra 
“Constitución de la Nación Argentina. Comentada y concor-
dada”, cuarta edición, ed. La Ley, Buenos Aires, 2008, 
tomo II, ps. 367 y 422. Asimismo, Julio Rodolfo Comadi-
ra, en el capitulo VI. “La organización administrativa ar-
gentina: La articulación de los ordenamientos nacional, 
provincial y municipal; la Región” de la obra coordinada 
por. Héctor J. Escola y Julio P. Comadira,: “Curso de de-
recho administrativo”, ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 
2012, tomo I, p. 338.

(12) Durante la vigencia de la ley de contabilidad  
—aprobada por decreto ley 23.354/56—, su art. 12, se-
gundo párrafo, disponía que si la Cámara de Diputados 
no recibiera el proyecto de ley del Poder Ejecutivo en la 
fecha que indicaba la norma (15 de septiembre del año 
anterior a aquel en el cual iba a regir) iniciaría la con-
sideración del asunto sobre la base de utilizar, antepro-
yecto, el presupuesto en vigor. Esa disposición no se rei-
teró en la ley 24.156, y lo entendemos como un acierto, en 
virtud que el proyecto de ley de presupuesto tiene como 
sustento el plan general de gobierno, cuya determina-
ción es función propia del Poder Ejecutivo.

(13) Recomendamos la lectura del apartado b) “Regla 
de la anualidad”, en el capítulo VI de la obra de Adolfo. 
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Debemos tener en cuenta la fecha fijada por 
la ley para presentar el proyecto de ley al 
Congreso; la fecha en que debe comenzar la 
ejecución de las partidas presupuestarias, 
y el período de sesiones ordinarias del 
Congreso, 1° de marzo al 30 de noviembre 
de cada año (art. 63, Constitución nacional); 
todo ello sin perjuicio de la facultad del 
presidente de la Nación para convocar a 
sesiones extraordinarias o prorrogar el plazo 
de las ordinarias.

No olvidemos que, a partir de la reforma 
constitucional en 1994, se redujo el número 
de intervenciones posibles de cada Cámara 
del Congreso, de cinco a tres veces, para 
dotar de mayor agilidad el tratamiento 
de todo proyecto legislativo. No obstante, 
lograr la sanción de una ley en tan breve 
tiempo requiere de gran esfuerzo del órgano 
legislativo, en la búsqueda del consenso, 
constituido en esencia de su labor. Caben 
aquí dos reflexiones.

La primera es que, tal como lo ha sostenido 
la doctrina y lo ha ratificado la Corte 
Suprema de Justicia, la ley de presupuesto es 
ley en sentido formal y material. Se ha dicho, 
en la causa “Zofracor S.A. c/Estado nacional 
s/amparo” (Fallos: 325-2394, considerando 
9°): “Que en nuestro sistema constitucional, 
nada permite inferir que la funcion legislativa 
en materia presupuestaria se limita a aprobar 
o a autorizar lo que propone el Poder Ejecutivo. 
El Congreso recibe un proyecto de presupuesto 
y lo acepta, lo modifica o lo rechaza, en todo 
o en parte, sin restricción alguna. No es un 
acto aprobatorio que pasa a integrar un acto 
administrativo: es acción legislativa normal y 
primordial aun cuando la iniciativa corresponda 
al Poder Ejecutivo”.

Se prescinde así de la interpretación que, 
en algún momento, hiciera un sector de la 
doctrina al considerar que la intervención 
del cuerpo legislativo se limitaba a un acto de 
autorización, en especial en lo referente a los 
gastos (14).

La ley de presupuesto es una verdadera re-
gla de derecho subordinada a la Constitución 
nacional. Aunque no todas sus normas parez-
can dirigidas a terceros, ellas tienen necesa-
rio impacto en la ciudadanía, como destinata-
ria final de la actividad estatal (15).

La práctica del tratamiento legislativo 
del proyecto de ley de presupuesto ha 
demostrado que el Congreso Nacional ha 
hecho uso de la atribución de modificar 
el proyecto de ley, en la medida de sus 
posibilidades.

Sin perjuicio de la existencia de comisiones 
permanentes (16) en el Congreso, con incum-
bencias específicas cada una de ellas, no se 
pueden desatender las asimetrías de recur-
sos humanos y técnicos que necesariamen-
te existen entre éstas y las áreas específicas 
del Poder Ejecutivo. Quienes obtienen, en ge-
neral, mayor información sobre la actividad 
financiera del Estado son las áreas técnicas 
económicas (17) del Poder Ejecutivo. Además, 
el margen de tiempo disponible para tratar el 
proyecto en las comisiones repercute negati-
vamente en la labor legislativa (18).

La segunda reflexión que cabe efectuar 
es si resulta viable que, por intermedio de 
la ley de presupuesto anual, se introduzcan 
cambios en normas generales, concebidas 
para su permanencia en el tiempo.

El art. 20 de la ley 24.156 (19) inhibiría, en 
principio, cualquier modificación legislativa 
al ordenamiento normativo general mediante 
la ley de presupuesto anual.

Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia 
ha dicho al respecto: “...pese al loable propó-
sito que persigue el art. 20 de la ley 24.156, esa 
norma no prevalece por su jerarquía normativa 
frente a otras leyes que dicta el Congreso de la 
Nación y, por tanto, cuanto allí se dispone pue-
de ser derogado por otra ley posterior, en forma 
expresa o tácita. Es que el Poder Legislativo no 
se halla vinculado indefectiblemente hacia el fu-
turo por sus propias autorestricciones” (Fallos: 
325-2394, considerando 11) (20).

El criterio del Alto Tribunal no favorece 
la intangibilidad de esa norma de la ley 
24.156, y convalida las modificaciones que al 
régimen general introducen las leyes anuales 
de presupuesto. Han sido frecuentes las 
reformas a leyes tributarias, o a la propia 
ley de administración financiera vía la ley 
de presupuesto anual. Se ha llegado, incluso, 
por la ley 24.447, de presupuesto nacional 
para el ejercicio del año 1995 (arts. 26 y 
27), a disponer la inaplicabilidad de ciertas 
normas de la ley 19.549, de procedimientos 
administrativos.

Horacio G. Corti señala que las leyes orgá-
nicas son reguladoras de una materia en for-
ma sistemática y, en particular, las que regu-
lan el ejercicio de una potestad otorgada por 
la Constitución al Poder Legislativo, y son le-
yes ordinarias o especiales las que implican 
el ejercicio concreto de aquella potestad (21). 
Corti afirma que la ley de administración fi-
nanciera es una ley orgánica, en tanto la ley 
de presupuesto anual es una ley ordinaria, y 
que la prohibición de modificar normas de 
carácter general viene dada desde la ley or-
gánica.

C o m p a r t i m o s  l a  f i n a l i d a d  d e  s u 
idea,  aunque no resulta expl ícita ,  en 
el ordenamiento jurídico argentino, la 
existencia de diversas jerarquías normativas; 
ello nos permite entender las afirmaciones 
del Alto Tribunal a ese respecto.

Sin embargo, la falta de claridad normati-
va no ha sido óbice para el reconocimiento, 
por el Alto Tribunal, de distintas jerarquías 
normativas frente al esquema federal, ta-
les como las resultantes de las leyes conve- 
nio sobre coparticipación federal de im-
puestos (22).

No obstante advertir que ese mismo razo-
namiento no puede ser trasladado automá-
ticamente a este tema, podríamos pensar en 
otras posibles teorías que cumplan el mismo 
cometido, como, por ejemplo, que el legisla-
dor asuma la autolimitación, o autorrestric-
ción, plasmada en el art. 20 de la ley 24.156, 

en una suerte de inderogabilidad singular de 
las leyes (23). Al aplicar la teoría de la autoin-
hibición del legislador, hecha por el Alto Tri-
bunal, el doctor Coviello llega a un resultado 
opuesto al de este último.

Es indudable que excede la naturaleza y 
vocación de la ley de presupuesto anual la 
posibilidad de modificar normas generales, 
destinadas a permanecer en el ordenamien-
to jurídico. Otro sería el debate si la prohibi-
ción surgiera explícita de la norma constitu-
cional (24).

Además de las modificaciones a normas 
generales vigentes, se vulnera el principio 
constitucional de anualidad presupuestaria 
(art. 75, inc. 8, Constitución) cuando año tras 
año se suman normas duraderas al ser incor-
poradas a la llamada ley complementaria per-
manente de presupuesto (25).

Luego de la sanción del proyecto de 
ley anual de presupuesto, siguiendo los 
lineamientos de la Constitución nacional, 
el proceso se completa con la labor co-
legislativa del Poder Ejecutivo.

El presupuesto sancionado pasa a este 
órgano de Poder del Estado para que lo 
promulgue, total o parcialmente. En este 
último caso, deberá necesariamente cumplir 
con las pautas que marca el artículo 80 de la 
Constitución nacional, esto es, que las partes 
promulgadas tengan autonomía normativa 
y que su aprobación parcial no altere el 
espíritu ni la unidad del proyecto sancionado 
por el Congreso.

Se debe tener presente la potestad de 
insistencia que, sobre las partes observadas, 
tiene el Congreso Nacional (art. 83, Consti-
tución nacional).

Una vez promulgada y publicada la ley en 
el Boletín Oficial, rige a partir de la fecha de 
entrada en vigencia que ella determine o, en 
su defecto, a los ocho días de su publicación 
(art. 2º, Código Civil). Así culmina esta faz del 
proceso de formación y sanción de leyes.
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Atchabahian, citada en la nota 1, párrafo final, ps. 195-
203.

(14) Laband, Paul (ob. cit. en la nota 6). Además, des-
tacamos el trabajo de Álvaro Rodríguez Bereijo, “La 
formación del concepto de ley en torno al presupuesto y en 
el contexto histórico de la pugna gobierno-parlamento”, 
en la obra colectiva dirigida por Horacio G. Corti, “El 
derecho constitucional presupuestario en el derecho com-
parado” (ed. AbeledoPerrot, Buenos Aires, 2012, tomo 
I, sección III, ps. 265-291). Otro tanto cabe decir del 
trabajo publicado en la misma obra colectiva, en su 
tomo II, sección VI, ps. 767-808, por Miguel Ángel Mar-
tín4ez Lago, titulado “Naturalez y límites de la función 
de aprobación de los presupuestos”. Además, destacamos 
un trabajo de Álvaro Rodríguez Bereijo, “La formación 
del concepto de ley en torno al presupuesto y en el contexto 
histórico de la pugna gobierno-parlamento”, publicado en 
el tomo I, sección III (ps. 265-291), de la obra colectiva 
dirigida por Horaciio G. Corti, “El derecho constitucional 
presupuestario en el derecho comparado” ( ed. Abeledo-
Perrot y Revista Jurídica de Buenos Aires, 2012). Ade-
más, destacamos el trabajo la reciente publicación de 
un trabajo sobre la evolución de este tema de A. Rodrí-
guez Bereijo, La formación del concepto de ley en torno 
al presupuesto y en el contexto histórico de la pugna 
gobierno-parlamento, en obra colectiva dirigida por 
H. Corti, El derecho constitucional presupuestario en 
el derecho comparado, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 
2012, I, 265-291. También, de M.A. Martínez Lago, de-
nominado Naturaleza y límites de la función de aproba-
ción de los presupuestos, en la misma obra colectiva, II, 
767 a 808, op. cit.

(15) José A. Terry ha expresado: “Puede decirse que 
después de la ley fundamental de nuestro país, que es la 
Constitución, la más importante es la del presupuesto; por-
que sus partidas nos revelan el estado de la cultura moral e 
intelectual del pueblo, sus adelantos o retrocesos materiales 

y su situación económica y financiera. Es la manifestación 
más importante de la soberanía (véase Mase-Dari, Sul Bi-
lancio dello Stato, cap. VII. Torino, 1989).”, en “Finanzas. 
Conferencias dictadas por el catedrático de la materia en la 
Facultad de Derecho”, ed. Jesús Menéndez, Buenos Aires, 
1918, ps. 33/34

(16) La reforma constitucional de 1994 se refiere a la 
labor de las comisiones del Congreso Nacional. El art. 79 
de la Carta Magna preceptúa: “Cada cámara, luego de 
aprobar un proyecto en general, puede delegar en sus co-
misiones la aprobación en particular del proyecto, con el 
voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros”. 
No existe limitación constitucional expresa a la utiliza-
ción de esta delegación para materias determinadas. Un 
dato interesante referido por Guillermo Ahumada es el de 
la discusión acerca de la eficacia de crear una comisión 
interparlamentaria o mixta; menciona los proyectos de 
Garzón (1855), Rafael Igarzábal (1894) y Sánchez Soron-
do (1935) y la opinión de Joaquín V. González (“Tratado de 
finanzas públicas”, cuarta edición, ed. Plus Ultra, Buenos 
Aires, 1969, tomo I, p. 431 ss.). Según el reglamento de la 
Cámara de Diputados de la Nación, ella tiene la iniciati-
va legislativa en esta materia y, por lo tanto, preeminen-
cia constitucional para mantener el proyecto que hubie-
se sancionado. El reglamento dispone, en lo pertinente: 
“Esta Comisión no podrá incorporar en el articulado de la ley 
general de presupuesto disposición alguna relacionada con 
materia de la competencia de otras comisiones de la Cámara, 
si no cuenta con despacho favorable de la Comisión correspon-
diente. Tampoco podrán crearse en el presupuesto general de 
gastos nuevas instituciones autárquicas si previamente la 
Cámara no ha sancionado la ley orgánica respectiva”. Esta 
cláusula contribuye a ordenar el tratamiento sobre apro-
bación de gastos en el proyecto de ley del presupuesto.

(17) La ley 24.156 organiza la administración finan-
ciera por sistemas; cada uno de ellos tiene a su cargo 
cumplir funciones específicas, relacionadas con las asig-

nadas a los otros sistemas (art. 5°). Estos sistemas son: 
el sistema presupuestario, cuyo órgano rector es la Ofi-
cina Nacional de Presupuesto (arts. 16 y 17); el sistema 
de crédito público a cargo de la Oficina Nacional de Cré-
dito Público (arts. 56, 68 y 69); el sistema de tesorería 
a cargo de la Tesorería General de la Nación (arts. 72 a 
74); y el sistema de contabilidad a cargo de la Contadu-
ría General de la Nación (arts. 85 a 88 y 91). Los cuatro 
sistemas tienen a su vez un órgano coordinador, cuya 
especificación la ley derivó al reglamento (art. 6°). El de-
creto 1344/07 dispuso que el órgano coordinador de los 
sistemas presupuestario, de contabilidad y de tesorería 
sería la Secretaría de Hacienda, en tanto que la activi-
dad del sistema de crédito público es coordinada por la 
Secretaría de Finanzas; ambas Secretarías en la órbita 
del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas.

(18) En algún momento hubo proyectos de leyes ten-
dientes a regular el tiempo de tratamiento del proyecto 
de ley de presupuesto en las comisiones de cada Cáma-
ra. Ahumada recuerda el proyecto presentado en ese 
sentido por el senador Landaburu en 1936.

(19) El art. 20, segundo párrafo, prevé que las. Dispo-
siciones generales —como título I en cada ley de presu-
puesto general-: “Contendrán normas que se relacionen 
directa y exclusivamente con la aprobación, ejecución y eva-
luación del presupuesto del que forman parte. En consecuen-
cia, no podrán contener disposiciones de carácter permanen-
te, no podrán reformar o derogar leyes vigentes, ni crear, 
modificar o suprimir tributos u otros ingresos”.

(20) En los autos “Nora Estela Cipolla c/Instituto Na-
cional de Reaseguros Sociedad del Estado en liquidación s/
despido” (Fallos: 329-3577) el Alto Tribunal se remite a 
los fundamentos del dictamen de la Procuración Fiscal, 
y confirma la sentencia apelada.

(21) Horacio G., Corti, ob. cit. en nota 1, 51 ss.
(22) No es pacífico el debate judicial respecto de la 

aceptación de otras jerarquías normativas, además de 

las contenidas en los arts. 31 y 75, incs. 22 y 24, de la 
Constitución nacional. El Tribunal Superior de Justicia 
de la Ciudad de Buenos Aires, al analizar el art. 31 de 
la Constitución nacional, ha señalado que normas del 
derecho intrafederal no tienen reconocida categoría 
diferencial de las resultantes del derecho local, y por 
esa razón no prevalecen sobre ellas (autos “Valot SA c/ 
Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declara-
tiva de inconstitucionalidad”, 18 de agosto de 2010 y 2 de 
agosto de 2011).

(23) Con relación a este tema, es recomendable la 
lectura del trabajo de Pedro .J. J. Coviello, “Legalidad y 
seguridad jurídica en materia presupuestaria”; integra la 
obra colectiva citada en la nota 14, tomo II, ps. 1063-1079.

(24) Procede referir que, en la Constitución espa-
ñola, el art. 134, §.7, dispone: “La ley de presupuestos no 
puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley 
tributaria sustantiva así lo prevea”. En la Constitución de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el art. 53, cuarto 
párrafo, establece: “El presupuesto debe contener todos los 
gastos que demanden el desenvolvimiento de los órganos del 
gobierno central, de los entes descentralizados y comunas, el 
servicio de la deuda pública, las inversiones patrimoniales y 
los recursos para cubrir tales erogaciones”.

(25) Mordeglia, Roberto M. (“Manual de finanzas pú-
blicas”, AZ Editora S.A, Buenos Aires, 1986, ps. 461/462) 
explica: “La ley 11.672 (t.o.) se integra con un conjunto de 
normas que han tenido origen en diversas leyes de presu-
puesto, pero por presentar un carácter más o menos per-
manente se incorporaron a esta ley 11.672, a fin de evitar su 
repetición anual. La circunstancia de contener numerosas 
leyes de presupuesto y también otras disposiciones atípicas, 
que no conforman propiamente —y aveces ni remotamen-
te— la materia presupuestaria, sino que regulan aspectos 
que no guardan relación directa con ellas, ha permitido la 
constitución de un cuerpo legal inorgánico al que continua-
mente se van agregando nuevas disposiciones.” .
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(26) El jefe de gabinete de ministros está facultado 
para dictar actos y reglamentos destinados a poner en 
marcha el ejercicio de atribuciones constitucionales 
propias y otras que le delegue el Poder Ejecutivo.

(27) Ya el art. 12 de la ley de contabilidad, disponía: 
“El Poder Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Econo-
mía —Secretaría de Hacienda-—, presentará al Congreso, 
antes del 15 de septiembre de cada año, el proyecto de presu-
puesto general para el ejercicio siguiente. Si la Cámara de 
Diputados, que actuará como cámara de origen, no recibiera 
dicho proyecto en la época indicada, iniciará la considera-
ción del asunto tomando como anteproyecto el presupuesto 
en vigor”.

(28) Consecuentemente, el Poder Ejecutivo dictó los 
decretos 2053/10, 2054/10, y el jefe de gabinete de minis-
tros la decisión administrativa 1/11.

(29) La ley 12.961 —fue la de contabilidad, anterior 
a la aprobada por el decreto ley 23.354/56-previó este 
sistema en su art. 16; así lo recuerda Carlos M. Giulia-
ni Fonrouge (ob.cit. en nota 1, p. 262). Sobre las críticas 
que despertó su aplicación en el país se pronunció Gui-
llermo Ahumada (ob. cit., p. 457). En el caso argentino, 
la solución ante la falta de aprobación de la ley de pre-
supuesto en término provino de una ley. En España esa 
solución está dada por la Constitución, cuyo art. 134, § 
4, establece: “Si la Ley de Presupuestos no se aprobara an-
tes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se 
considerarán automáticamente prorrogados los Presupues-

tos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos”. 
En México no está contemplada la reconducción pre-
supuestaria. Miguel de Jesús Alvarado Esquivel dice al 
respecto: “En México, a diferencia de lo que sucede en otros 
países, y por increíble que parezca, no existe norma consti-
tucional ni legal que recoja expresamente la solución de un 
conflicto de esta naturaleza” (“Algunos peligros presupues-
tarios en la Constitución mexicana”, en la obra colectiva 
citada en la nota 14, tomo II, p. 891)

(30) Horacio G., Corti, ob. cit. en nota 1, p. 187.
(31) Dino Jarach, “Finanzas públicas y derecho Tributa-

rio”, tercera edición, ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 
2004, Parte II, capítulo I, § 4, p. 89. Roberto M. Morde-
glia, ob. cit. en nota 28, p. 466 y siguientes.

(32) Adolfo Atchabahian, ob. cit. en nota 1, ps. 351-358.
(33) La ley 26.895, de presupuesto de la administración 

nacional para el ejercicio del año 2014, dispone en su art. 
10: “Las facultades otorgadas por la presente ley al jefe de 
gabinete de ministros podrán ser asumidas por el Poder Eje-
cutivo nacional, en su carácter de responsable político de la 
administración general del país y en función de lo dispuesto 
por el inc. 10 del art. 99 de la Constitución nacional”. En si-
milar sentido, las leyes de presupuesto para los años: 2013 
(ley 26.784, art. 10); 2010 (ley 26.546, art. 10); y 1996 (ley 
24.624, art. 41), incluyeron cláusulas de ese estilo.

(34) Durante la vigencia de la ley de contabilidad, el 
compromiso era el momento más trascendente de la eje-
cución; su art. 25 disponía: “Las erogaciones de cada ejer-

cicio se apropiarán en razón de su compromiso...”. Sobre la 
importancia del compromiso ver Mordeglia, ob. cit. en 
nota 28, p. 504. Con críticas en cuanto a la elección de 
ese momento para entender ejecutado el gasto, ver de 
Alfredo Le Pera y Juan Permuy, “Consideraciones sobre 
la desaparición de los residuos pasivos en la administración 
nacional a partir del ejercicio 1993”, Revista de la Asocia-
ción Argentina de Presupuesto Público, agosto de 1994.

(35) El reglamento de la ley 24.156 (decreto 1344/07, 
art. 31) señala distintos supuestos en que se produce el 
devengado: a) una modificación cualitativa y cuantita-
tiva en la composición del patrimonio de la respectiva 
jurisdicción o entidad, originada por transacciones con 
gravitación económica y/o incidencia financiera; b) el 
surgimiento de una obligación de pago mediante la re-
cepción de conformidad de bienes o servicios oportuna-
mente contratados o por haberse cumplido los requisi-
tos administrativos dispuestos para los casos de gastos 
sin contraprestación; c) la liquidación del gasto y, cuan-
do corresponda, la simultánea emisión de la respectiva 
orden de pago dentro de los tres días hábiles de deven-
gado dicho gasto; d) la afectación definitiva del crédito 
presupuestario que corresponde.

(36) Sobre estos conceptos, ver: R.M. Mordeglia, ob. 
cit. en nota 28, p. 508; G. Ahumada, ob. cit. en nota 33, 
tomo I, p. 396.

(37) En este sentido, han sido criticadas las cifras es-
timadas en la ley de presupuesto, por considerarlas ale-

jadas de la realidad económica del país. Esta situación 
se desprende. del “Informe sobre el presupuesto 2014”, 
publicado por el Centro de Implementación de Políti-
cas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIP-
PEC), disponible en: https://www.google.com/search?
q=cippec&oq=cippec&sourceid=chrome&espvd=210&
es_sm=93&ie=UTF-8. Las diversas críticas que se han 
planteado sobre las variaciones del presupuesto, al mo-
mento de su ejecución, se puede ver el artículo del 19 de 
mayo de 2013, en El Cronista Comercial: analiza la so-
breejecución de partidas presupuestarias en materia 
de subsidios e importación de energía; está disponible 
en: http://m.cronista.com/economiapolitica/-Es-re-
cord-el-gasto-en-subsidios-y-en-importacion-de-ener-
gia—20130519-0009.html. También es valioso el estudio 
de la Asociación Argentina de Presupuesto y Adminis-
tración Financiera Pública, denominado “Informe de 
ejecución presupuestaria de la administración nacional”, 
diciembre de 2012, en http://cdn01.ib.infobae.com/ad-
juntos/162/documentos/004/401/0004401977.pdf

(38) Para profundizar sobre ese tema, ver Adolfo. At-
chabahian, ob. cit. en nota 1, capítulo IX.

(39) El art. 79 de la ley 26.546, presupuesto nacional 
para el año 2010, introdujo una modificación en este ar-
tículo. Antes de su reforma, la ley permitía el pago de los 
gastos devengados sólo con cargo al presupuesto que ce-
rraba; y con tal reforma se abrió la posibilidad de que 
sean pagados con cargo al próximo presupuesto.

Sin embargo, para dar comienzo a la ejecu-
ción presupuestaria, es necesario que el jefe de 
gabinete de ministros dicte la decisión adminis-
trativa (26), conocida como distributiva, con la 
cual se desagregan, “hasta el último nivel previsto 
en los clasificadores y categorías de programación 
utilizadas” (art. 30, ley 24.156), los créditos y rea-
lizaciones contenidos en la ley de presupuesto.

Este reglamento —prosigue la ley 24.156, 
art. 30— “implicará el ejercicio de la atribución 
constitucional del  Poder Ejecutivo para 
decretar el uso de las autorizaciones para gastar 
y el empleo de los recursos necesarios para su 
financiamiento”.

Ese art. 30 debería ser modificado, en 
cuanto dispone que es al Poder Ejecutivo 
a quien corresponde dictar el decreto de 
distribución de los créditos, pues luego de la 
reforma constitucional de 1994 lo hace el jefe 
de gabinete de ministros, por estar a su cargo 
la ejecución presupuestaria.

III.1. Reconducción presupuestaria

El art. 27 de la ley 24.156 prevé la recon-
ducción presupuestaria para el supuesto 
en el cual la ley de presupuesto no esté 
aprobada, como para comenzar a regir en el 
ejercicio a iniciar el 1º de enero.

El procedimiento de reconducción implica 
poner en vigencia el presupuesto del año 
anterior, con eliminación de los recursos que 
no se podrán volver a utilizar y los gastos que 
no se volverán a efectuar.

La aplicación de este artículo muestra que 
la aprobación del presupuesto es manifesta-
ción pura de la discusión democrática, por 
cuanto este procedimiento se pone en mar-
cha ante la falta de consenso en el Congreso 
Nacional para aprobar el proyecto de ley. 
Además, reafirma la iniciativa del Poder Eje-
cutivo en materia presupuestaria (27).

Desde la puesta en vigencia de la ley 24.156, 
sólo en el año 2011 se recurrió a la reconduc-
ción presupuestaria, dada la falta de sanción, 
por el Poder Legislativo, del proyecto formu-
lado por el Poder Ejecutivo (28).

Otro sistema utilizado en estos casos es el 
de duodécimos, que consiste en la aprobación 
de partidas por breve tiempo, para posibili-
tar la ejecución presupuestaria (29).

III.2. Exigencias que debe cumplir la ley de 
presupuesto anual

La ley de presupuesto, por ser parte de 
la actividad financiera del Estado, debe 
respetar el principio de reserva de ley.

Para Horacio G. Corti, la reserva de ley en 
materia presupuestaria implica “una única 
ley (unicidad) debe contener, de forma separada 
(universalidad), un cálculo de todos los recur-
sos y la autorización de todos los gastos de todos 
los poderes y órganos públicos (generalidad), 
especificando las cantidades y finalidades de 
aquellos gastos (especificación cuantitativa y 
cualitativa)” (30).

Las circunstancias tenidas en cuenta por 
Corti para entender cumplida la reserva de 
ley, constituyen un progreso importante en 
el camino hacia la profundización tendiente 
a utilizar criterios jurídicos, y, en especial, 
constitucionales, en toda la operación 
presupuestaria.

Esta idea es superadora de la concepción 
tradicional que considera a los principios 
presupuestarios como principios generales 
o técnicos, que deben guiar la elaboración 
del proyecto de ley y cuyo incumplimiento no 
traía aparejada consecuencia jurídica algu-
na. La formulación de estos principios varia-
ba de autor en autor (31).

El fundamento constitucional de la reserva 
de ley, en materia presupuestaria, emana del 
art. 75, inc. 8, de la Constitución nacional, 
al prever, como atribución del Congreso 
nacional: “Fijar anualmente, conforme a 
las pautas establecidas en el tercer párrafo 
del inciso 2 de este artículo, el presupuesto 
general de gastos y cálculo de recursos de la 
administración nacional, en base al programa 
general de gobierno y al plan de inversiones 
públicas...”.

IV. Ejecución presupuestaria (32)

El jefe de gabinete de ministros ejerce la 
administración general del país y ejecuta el 
presupuesto (art. 100, inc. 7, Constitución 
nacional).

Sin embargo, el art. 99, inc. 10, pone en 
cabeza del Poder Ejecutivo la supervisión del 
ejercicio de la facultad del jefe de gabinete 
de ministros respecto de la recaudación de 

las rentas de la Nación y de su inversión, 
con arreglo a la ley o presupuesto de gastos 
nacionales.

Podemos afirmar que el Poder Ejecutivo 
no se ha desentendido de las atribuciones, 
que otrora ostentara, en materia de actividad 
financiera, no obstante lo dispuesto por el 
art. 100 de la Constitución nacional (33).

Los tres momentos importantes de la 
ejecución presupuestaria, en materia de 
gastos, son: el compromiso, el devengado y 
el pago.

El compromiso ha sido caracterizado por 
el art. 32 de la ley 24.156 como el mecanismo 
para afectar preventivamente la disponibi-
lidad de los créditos presupuestarios (34). El 
mismo artículo de la ley señala que el pago 
supone la cancelación de las obligaciones 
asumidas.

Sin embargo, el momento elegido por la ley 
24.156 para considerar gastado el crédito y 
considerarlo, por lo tanto, ejecutado por di-
cho concepto, es el devengado (35). Por ello, 
en cuanto a los gastos, nuestro presupuesto 
nacional es de competencia y no de caja (36).

En materia de recursos, el art. 32 de la 
ley 24.156 dispone que se debe registrar la 
liquidación, o el momento en que se deven-
guen los recursos y su recaudación efectiva.

Por el art. 34 in fine el monto de las cuotas 
de compromiso no podrá ser superior a los 
recursos recaudados en el período.

Es importante la intervención de la 
Oficina Nacional de Presupuesto en el 
trámite de modificaciones presupuestarias 
producto de la ejecución. Luego ellas se 
plasman en decisiones administrativas 
del  jefe  de gabinete de ministros,  de 
conformidad con el art. 100, inc. 7, de la 
Constitución nacional.

IV.1. Flexibilización del principio de re-
serva de ley en la formulación

En el sistema argentino, la modificación 
del total aprobado requiere aprobación 
legislativa, pero existe una cláusula que 
ha despertado bastantes críticas; es la del 
art. 37 de la ley 24.156 —modificado por 
ley 26.124-: luego de aclarar que quedan 

reservadas al  Congreso Nacional  las 
decisiones que afecten el monto total del 
presupuesto y el monto del endeudamiento 
previsto, habilita al jefe de gabinete de 
ministros a disponer las reestructuraciones 
presupuestarias que considere necesarias 
dentro del total aprobado por cada ley de 
presupuesto; en ello quedan comprendidas 
las modificaciones que involucren a gastos 
corrientes, gastos de capital, aplicaciones 
financieras y distribución de las finalidades. 
Esta disposición comporta la flexibilizar la 
reserva de ley en materia presupuestaria.

Podemos considerar, como otra manifes-
tación de la flexibilización del principio de 
reserva de ley en materia presupuestaria, la 
violación del principio de especificación, en 
cuanto para la formulación del presupuesto 
el tipo de cambio de referencia que toma el 
Poder Ejecutivo, o las pautas de inflación, no 
traducen una exacta apreciación de la reali-
dad. (37)

IV.2. El cierre de cuentas (38)

Las cuentas del presupuesto de recursos 
y gastos se cierran al 31 de diciembre de 
cada año. Con posterioridad a tal fecha no 
se pueden asumir compromisos ni devengar 
gastos con cargo al ejercicio que termina en 
esa fecha.

En materia de recursos, se consideran 
parte del presupuesto vigente los que 
efectivamente se recauden dentro de ese 
período, con independencia de la fecha en 
que se hubiera originado la obligación de 
pago, o su liquidación (art. 41, ley 24.156).

El art. 42 dispone, como principio, que los 
gastos comprometidos y no devengados al 31 
de diciembre de cada año se afectan automá-
ticamente al ejercicio siguiente, y se los im-
puta a los créditos disponibles para ese ejer-
cicio (39).

A modo de reflexión se puede señalar 
que el monto ejecutado del presupuesto 
anual presenta variaciones, seguramente, 
respecto del monto total de gastos fijado en 
la ley anual de presupuesto. Puede ser que 
durante la vigencia del ejercicio financiero 
se sancionen leyes que incrementen el monto 
a gastar en el presupuesto anual. Asimismo, 
puede ser que el jefe de gabinete de ministros 
haya hecho uso de las facultades que le 
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(40) El presupuesto consolidado contiene: a) una sín-
tesis del presupuesto general de la Administración na-
cional; b) los aspectos básicos de los presupuestos de 
cada una de las empresas y sociedades del Estado; c) 
la consolidación de los recursos y gastos públicos y su 
presentación en agregados institucionales útiles para el 
análisis económico; d) una referencia a los principales 
proyectos de inversión en ejecución por el sector públi-
co nacional; e) información de la producción de bienes 
y servicios y de los recursos humanos que se estiman 
utilizar, así como la relación de ambos con los recursos 
financieros; un análisis de los efectos económicos de los 
recursos y gastos consolidados sobre el resto de la eco-
nomía.

(41) Sobre el tema, Gustavo J. Naveira de Casanova, 
en “Finanzas públicas y derecho tributario” (ed. Estudio 
S.A., Buenos Aires, 2012, ps. 161-166) formula un intere-
sante desarrollo.

(42) K. Loewenstein, “Teoría de la Constitución”, ed. 
Ariel, Barcelona, 1983, p. 69.

(43) En nuestro sistema legal surgió primero el con-
trol interno. El control externo apareció con la sanción 
de la denominada ley de contabilidad.

(44) Son dignos de mención, en este punto, algu-
nos trabajos de quien fuera Auditor General de la 
Nación, el doctor Héctor Constantino Rodríguez: “La 
responsabilidad financiera de los funcionarios públicos”,  
en Jornadas Organizadas por la Universidad Austral: 

cuestiones de responsabilidad del Estado y del fun-
cionario público, en Revista de Administración Pú-
blica, 2008, ps. 953-961; “La rendición de cuentas y la 
consolidación de la democracia”, en XXXVI Jornadas 
Na-cionales de Derecho Administrativo, organizadas  
por la Asociación Argentina de Derecho Adminis-
trativo y la Fiscalía de Estado y Gobierno de la Pro- 
vincia del Chubut, en 2010, en Revista de Adminis-
tración Pública, año XXXIII, ps. 211 a 221. También es 
importante el comentario al art. 85 de la Constitución 
nacional elaborado por el actual Presidente de la Au-
ditoría General de la Nación, Leandro Despouy, en la 
separata de la obra colectiva “Constitución de la Na-
ción Argentina y normas complementarias. Análisis doc-
trinal y jusisprudencial”, dirigida por Daniel A. Sabsay 
y coordinada por Pablo L. Manili, ed. Hammurabi de 
José Luis Depalma, 2010. Fabiana H. Schafrik, “La 
Auditoría General de la Nación en la Constitución na-
cional”, trabajo incorporado en la ob. cit. en nota 28, 
tomo II, ps. 1033-1061; “La creación de la Auditoría Ge-
neral de la Nación y su incidencia en el mejoramiento del 
control externo del presupuesto”, ed. Eudeba, Buenos 
Aires, 2012.

(45) Sólo la Provincia de Salta y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires siguen el modelo de control externo por 
una Auditoría (arts. 169 y 132, Constitución de la Provin-
cia de Salta y Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, respectivamente).

NOTAS

ley de presupuesto entraña un mecanismo 
de control, como también lo son las normas 
constitucionales específicas, según las 
cuales cada órgano de poder del Estado 
tiene una misión a cumplir dentro del ciclo 
presupuestario.

Karl Lowenstein sostenía que el mecanis-
mo más eficaz para el control del poder po-
lítico consiste en la atribución de diferentes 
funciones estatales a diferentes ejecutores 
del poder del Estado, quienes si bien ejercen 
dicha función con plena autonomía y propia 
responsabilidad, están obligados, en último 
término, a cooperar para que sea posible una 
voluntad estatal válida (42). Todo ello es apar-
te de la existencia de órganos específicos con 
funciones de control.

La ley 24.156 concibe a la actividad 
financiera del Estado como sistema, y cada 
parte que lo compone está a cargo de un 
órgano rector. A su vez, éstos tienen un 
órgano coordinador (arts. 5º y 6º, ley 24.156).

V.1. El control interno

Denominamos control interno al ejerci-
do por el órgano ubicado en la misma esfera 
del destinatario del control; éste reafirma su 

concede el vigente art. 37 de la ley; o bien 
que haya partidas subejecutadas, entre otras 
circunstancias. Por ello, la lectura más fiel 
del gasto total anual surge de lo ejecutado.

En síntesis, para saber más certeramente 
cuánto se gastó en el ejercicio financiero, 
debemos atender a lo ejecutado, y no a los 
montos globales que surgen de la ley anual, al 
ser aprobada.

4.3. El presupuesto consolidado

El art. 55 de la ley 24.156 prevé que la Ofici-
na Nacional de Presupuesto preparará anual-
mente el presupuesto consolidado del sector 
público, para ser presentado al Poder Ejecu-
tivo antes del 31 de marzo del año de su vigen-
cia; una vez aprobado por el Poder Ejecutivo 
es remitido para conocimiento del Congreso 
Nacional (40).

V. El control (41)

Si bien se describe esta etapa al final del 
ciclo o circuito presupuestario, el control 
está presente en cada una de las etapas 
que lo componen. Ya la aprobación de la 

existencia como servicio para la actividad del 
propio Poder Ejecutivo (43).

Según los arts. 96 y 97 de la ley 24.156, la 
Sindicatura General de la Nación —órgano 
de control interno del Poder Ejecutivo— 
t i e n e  p e r s o n e r í a  j u r í d i c a  p r o p i a  y 
autarquía administrativa y financiera. 
Su control alcanza a las jurisdicciones y 
entidades del propio Poder Ejecutivo (art. 
98, ley 24.156).

Por el art. 108 de la ley 24.156, la Sin-
dicatura General de la Nación está a cargo de 
un Síndico General de la Nación, designado y 
directamente dependiente del presidente de 
la República.

Esta Sindicatura General efectiviza su 
control en las jurisdicciones y entidades 
dependientes del Poder Ejecutivo por 
intermedio de Unidades de Auditoría 
Interna que dependen jerárquicamente de 
la autoridad máxima de las jurisdicciones 
y entidades donde están apostadas. Tales 
autoridades son responsables legalmente de 
mantener un adecuado sistema de control 
interno. A su vez, las Unidades de Auditoría 
Interna actúan coordinadas técnicamente 
por la Sindicatura General (arts. 4º d) ii), 100 
y 101, ley 24.156).

En virtud de esta ley la Sindicatura General 
es un órgano normativo, de supervisión y 
coordinación (art. 100, ley 24.156). El art. 
102 dispone que la auditoría interna es un 
servicio a toda la organización: consiste 
en un examen posterior de las actividades 
financieras y administrativas en su ámbito de 
aplicación.

Según el art. 103 el modelo de control 
aplicado y coordinado por la Sindicatura 
deber ser integral e integrado, abarcar los 
aspectos presupuestarios, económicos, 
financieros, patrimoniales, normativos 
y de gestión, la evaluación de programas, 
proyectos y operaciones y estar fundados 
en criterios de economía, eficiencia y 
eficacia.

Merece especial mención el deber de 
información de la Sindicatura General de 
la Nación al presidente de la República, a la 
Auditoría General de la Nación y a la opinión 
pública. Sería deseable que el control interno 
estuviera al servicio del jefe de gabinete 
de ministros y no del Ejecutivo, por ser el 
primer responsable activo de la ejecución 
presupuestaria.

V.2. El control externo (44)

Este control es atribución propia del Poder 
Legislativo: lo ejerce la Auditoría General de 
la Nación (art. 85, Constitución nacional).

La puesta en funcionamiento de la Audi-
toría General de la Nación, creada por la ley 
24.156, implicó un cambio radical en el mode-
lo de control presupuestario en el orden na-
cional, desde que fuera instituido el Tribunal 
de Cuentas de la Nación, al transformar el 
control de tipo jurisdiccional (todavía vigen-
te, con variantes, en la gran mayoría de las 
provincias argentinas) a otro acorde con el 
modelo anglosajón (45).

Al diseño, funciones y modalidades del 
control externo se refieren los arts. 116 a 127 
de la ley 24.156; esa normativa se vio afectada 
por el art. 85 de la Constitución nacional.

Este último precepto ordena aprobar una 
ley complementaria sobre este tema; ella no 
se ha dado aún. Sería importante su sanción y 
tomar como directriz la fecunda experiencia 
del órgano de control externo.

Se trata un organismo colegiado, con una 
función de control, no consultiva. Exterioriza 
su misión mediante las tareas de auditoría 
gubernamental; sus dictámenes constituyen 
el punto de partida para dilucidar diferentes 
tipos de responsabilidades que puedan pesar 
sobre el órgano o entidad auditada.

El presidente del organismo, por mandato 
constitucional ,  debe ser designado a 
propuesta del partido político de oposición 
con mayor número de legisladores en el 
Congreso (art. 85, Constitución nacional y 
art. 123, ley 24.156).

Por la ley 24.156 dispone los otros seis 
auditores son designados: tres a propuesta 
de  la  Cámara de  Senadores  y  tres  a 
propuesta de la Cámara de Diputados (art. 
122, ley 24.156). Las decisiones son tomadas 
colegiadamente por mayoría (art. 125, ley 
24.156).

La exigencia prevista por la norma 
constitucional para presidirla, no permite 
concluir que todo el cuerpo ha de pertenecer 
a esa extracción política.

En el sistema argentino la garantía de buen 
funcionamiento del organismo ha residido 
en la idoneidad técnica de los auditores 
generales.
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Día
CUIT / N° 

Inscripción
Impuesto / Regimen Concepto - Sujeto

3/04/2014 0 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

1 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

4/04/2014 0 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

1 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

2 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

3 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

4 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

5 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

6 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

7 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

8 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

9 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior - 
Agentes de retención

7/04/2014 0 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

1 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

4 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

5 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

8/04/2014 2 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

3 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

6 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

7 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

9/04/2014 0 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
1 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
2 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
3 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
4 Regímenes nacionales de la seguridad social 

y obras sociales
ART - Empleadores

5 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

8 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

9 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes - Autónomos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 867) - Anual - Sociedades, empresas o explotaciones 
unipersonales, fideicomisos y otros

10/04/2014 0 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

1 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

2 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

3 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

4 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

5 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

6 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores - 

7 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

8 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

9 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones obligatorios - Servicio Doméstico

11/04/2014 0 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas - DJ - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

1 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

2 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país

Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas

3 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país

Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas

7 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior

8 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

9 SICORE Retenciones practicadas en la 2° quincena del mes anterior

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

ART - Empleadores

14/04/2014 0 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

Anticipo - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

1 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

Anticipo - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

Día
CUIT / N° 

Inscripción
Impuesto / Regimen Concepto - Sujeto

14/04/2014 2 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

3 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

4 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país

Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas

5 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas

15/04/2014 0 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

1 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

2 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

3 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

4 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

5 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

6 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas
Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

Anticipo - Entidades cooperativas

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

7 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

8 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

9 Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Aportes y contribuciones voluntarios - Servicio Doméstico

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 21 al último día del mes 
anterior - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

16/04/2014 4 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

5 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

6 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

7 Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

8 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país
Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas
Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

Anticipo - Entidades cooperativas

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

9 Bienes Personales DJ - Responsables domiciliados en el país

Impuesto a las Ganancias DJ - Personas Físicas y Sucesiones Indivisas

Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

Anticipo - Entidades cooperativas

Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta Anticipo - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

17/04/2014 6 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

7 Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

8 Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

9 Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

21/04/2014 0 Monotributo Pago mensual

Régimen de información CITI-Ventas

SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso

IVA Actividad agropecuaria. Ejercicio fiscal anual cerrado el mes 
anterior

Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 
importadores de cigarrillos

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

1 IVA DJ

Monotributo Pago mensual

Día
CUIT / N° 

Inscripción
Impuesto / Regimen Concepto - Sujeto

21/04/2014 1 Monotributo Pago mensual
Régimen de información CITI-Ventas
SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso

Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 
importadores de cigarrillos

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

2 Monotributo Pago mensual

SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 

- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

3 Monotributo Pago mensual
SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 

- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

4 Monotributo Pago mensual
Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 

- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

5 Monotributo Pago mensual
Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 

- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

6 Monotributo Pago mensual

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 
- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

7 Monotributo Pago mensual
Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 

- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

8 Monotributo Pago mensual

Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 
- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

9 Monotributo Pago mensual
Fondo para la Educación y Promoción 
Cooperativa

DJ - Entidades cooperativas

Impuesto a las Ganancias DJ - Sociedades, empresas o explotaciones unipersonales, 
fideicomisos y otros

Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 1 al 10 del mes en curso 
- Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos

Regímenes nacionales de la seguridad social 
y obras sociales

Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso - 
Agentes de retención

Impuesto a las Ganancias - Precios de 
transferencia

DDJJ (F. 741) - Segundo semestre - Sociedades, empresas o 
explotaciones unipersonales, fideicomisos y otros

22/04/2014 2 IVA DJ
Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
3 IVA DJ

Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
4 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
5 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
6 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso

23/04/2014 4 IVA DJ
Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
5 IVA DJ

Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
7 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
8 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso
9 SICORE Retenciones practicadas en la 1° quincena del mes en curso

24/04/2014 6 IVA DJ
Régimen de información CITI-Ventas

Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 
importadores de cigarrillos

7 IVA DJ
Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
25/04/2014 8 IVA DJ

Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
9 IVA DJ

Régimen de información CITI-Ventas
Internos DD.JJ. mensual excepto cigarrillos - Empresas manufactureras e 

importadores de cigarrillos
29/04/2014 0 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
1 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
2 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
3 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
4 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
5 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
6 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
7 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
8 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
9 Internos Cigarrillos - Operaciones realizadas del 11 al 20 del mes en 

curso - Empresas manufactureras e importadores de cigarrillos
30/04/2014 0 Régimen de información CITI-Escribanos

1 Régimen de información CITI-Escribanos

2 Régimen de información CITI-Escribanos

3 Régimen de información CITI-Escribanos

4 Régimen de información CITI-Escribanos
5 Régimen de información CITI-Escribanos
6 Régimen de información CITI-Escribanos
7 Régimen de información CITI-Escribanos
8 Régimen de información CITI-Escribanos
9 Régimen de información CITI-Escribanos
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Estadísticas, índices, coeficientes y tablas impositivas

Procedimiento tributario

PT INFRACCIONES Y SANCIONES

ACTUALIZACION DE IMPORTES ( Art. 200 Ley 11.683 - t.o. en 1998 )

Concepto A partir del 
14/11/2012 (5)

Del  6/7/2005
al 13/11/2012

(4)

Del 17/11/2003 
al 5/7/2005

(3) 

Del 31/12/1999 
al 16/11/2003

(2) $

Del 29/7/1998 
al 30/12/1999

(1) $
Art. 10 : Consumidores Finales
* Multa mínima 20 20 20 20 20
* Multa máxima 2.500 2.500 2.500 2.500 2.500

Art. 38 : Omisión de presentar dd.jj. 
en los plazos grales
* Multa General 200,00 200,00 200,00 168,82 168,82
* Multa para Sociedades, asociaciones, etc. 400,00 400,00 400,00 338,13 338,13

Art. 38,  s/nº incorpor. a cont.: Omisión 
de presentar dd.jj. informativa. Información 
propia o de terceros
* Multa General Hasta 5.000 Hasta 5.000 --- --- ---
* Multa para Sociedades, asociaciones, etc. Hasta 10.000 Hasta 10.000 --- --- ---

Art. 38,  s/nº incorpor. a cont.: Omisión 
de presentar dd.jj. informativa. Operaciones 
de importación y exportación
* Multa General 1.500 1.500 1.500 --- ---
* Multa para Sociedades, asociaciones, etc. 9.000 9.000 9.000 --- ---

Art. 38,  s/nº incorpor. a cont.: Omisión 
de presentar dd.jj. informativa. Detalle 
de transacciones c/sujetos del exterior
* Multa General 10.000 10.000 10.000 --- ---
* Multa para Sociedades, asociaciones, etc  20.000 20.000 20.000 --- ---

Art. 39 : Infracciones formales
* Multa mínima 150 150 150 150 150
* Multa máxima 2.500 2.500 2.500 2.500 2.500

Art. 39 : Incumplimientos detallados 
en el 2° párrafo
* Multa mínima 150 150 150 --- ---
* Multa máxima 45.000 45.000 45.000 --- ---

Art. 39,  3º párrafo: Incumplimientos en 
regímenes grales.de información de terceros
* Multa mínima --- --- --- 2.500 2.500
* Multa máxima --- --- --- 45.000 45.000

Art. 39,  s/nº incorpor. a cont.: Incumplimientos 
en presentación de dd.jj. informativas y 
reg. grales. de informac. de 3ros.
* Multa mínima 500 500 500 --- ---
* Multa máxima 45.000 45.000 45.000 --- ---

Art. 40 : Clausura - Sanciones
* Multa mínima 300 300 300 300 300
* Multa máxima 30.000 30.000 30.000 30.000 30.000
* Clausura mínima 3 días 3 días 3 días 3 días 3 días
* Clausura máxima 10 días 10 días 10 días 10 días 10 días
* Reiteración de infracción entro de  2 años duplica pena duplica pena duplica pena duplica pena duplica pena
* Suspensión matrícula, licencia o registro sin término sin término sin término sin término sin término

Art. 40, s/n incorpor. a cont.: 
Trabajadores no registrados
* Multa mínima 300 300 300 --- ---
* Multa máxima 30.000 30.000 30.000 --- ---
* Reiteración de infracción dentro de  2 años duplica pena duplica pena duplica pena --- ---
* Suspensión matrícula, licencia o registro sin término sin término sin término --- ---

Art. 49,  4º párrafo : Eximición y reducción 
de sanciones
* Gravámenes adeudados, previamente 
actualizados cuando no excedan 600 (a) 600 (a) 600 (a) 506,95 506,95
(a) La ley 25.795 dispuso en su art. 2 inc. 
b, que el importe es de $ 1.000.

Art. 75 : Clausura preventiva
* Máximo sin intervención Judicial 3 días 3 días 3 días 3 días 3 días
* Mínimo y Máximo con intervención judicial s/ decisión juez s/ decisión juez s/ decisión juez s/ decisión juez s/ decisión juez

Art. 82 : Procedencia para la demanda 
ante la Justicia Nacional 200 200 200 10,97 10,97

Art. 86 : Competencia de la Cámara Nacional 200 200 200 10,97 10,97

Art. 127 : Régimen especial de fiscalización 
(Bloqueo Fiscal) Presunción de exactitud
* Ingresos anuales máximos 16.250.850 16.250.850 16.250.850 16.250.850 16.250.850
* Patrimonio máximo 8.125.425 8.125.425 8.125.425 8.125.425 8.125.425

Art. 159 inc a) : Competencia del Tribunal Fiscal
Apelación de resoluciones que:
* determinen tributos 25.000 2.500 2.500 2.500 2.181,35
* ajusten quebrantos 50.000 7.000 7.000 7.000 6.544,06

Art. 159 inc b): Competencia del Tribunal Fiscal
Apelación de resoluciones que impongan multas 25.000 2.500 2.500 2.500 2.181,35

Art. 159 inc c ): Competencia del Tribunal Fiscal
Reclamaciones y demandas de repetición 25.000 2.500 2.500 2.500 2.181,35

Art. 162 : Tope de multa por desobediencia
o falta de colaboración 20.000 2.000 2.000 2.000 17,37

Art. 165, 1º párrafo : Apelaciones ante el Tribunal 
Fiscal de resoluciones que determinen impuesto 
o impongan sanciones 25.000 2.500 2.500 2.500 2.181,35

Art. 165, 2º párrafo: Ajustes de quebrantos p/s 
el cual se puede apelar ante el Tribunal Fiscal 20.000 7.000 7.000 7.000 6.544,06

(1) Según  Dec. 821/98  ( B.O. 20/7/98 )
(2) Según  Ley 25.239  ( B.O. 31/12/99 )
(3) Según  Ley 25.795  ( B.O. 17/11/2003 )
(4) Según  Ley 26.044  ( B.O. 6/7/2005 )
(5) Según Ley 26.784  (BO. 14/11/2012). Ley de presupuesto. Solo modifica los art 159 y 162 de la ley 11.683

PT Intereses resarcitorios y punitorios

Periodo Res. Nº 
MEyOySP

% Mensual
Desde Hasta Resarcitorios Punitorios
1/6/04 31/08/04 314/04 2,00 3,00
1/9/04 30/06/06 578/04 1,50 2,50
1/7/06 31/12/10 492/06 2,00 3,00
1/1/11 841/10 3,00 4,00

(1) Unificación de los intereses del Código Aduanero y de la ley 11.683.

Impuesto a las Ganancias 

PT coeficientes de actualizacion de 
valores(1)

AÑO DE ADQUISICION,
 CONSTRUCCION O INGRESO

AL PATRIMONIO

COEFICIENTE 
DE ACTUALIZACION

1914 y anteriores 24.883.447.728.235,297
1915 22.742.936.095.698,930

1916 20.941.515.414.851,488
1917 18.077.718.435.042,738
1918 14.586.848.668.275,865
1919 15.438.635.451.824,82
1920 13.137.223.955.900,623

1921 15.000.659.978.014,186
1922 17.480.107.908.264,465
1923 18.077.718.435.042,738
1924 17.480.107.908.264,465
1925 18.077.718.435.042,738

1926 18.717.637.671.681,422
1927 18.717.637.671.681,422
1928 18.717.637.671.681,42
1929 18.717.637.671.681,42
1930 18.717.637.671.681,422

1931 21.805.083.060.824,746
1932 23.765.090.526.966,297
1933 20.941.515.414.851,488
1934 23.765.090.526.966,297
1935 22.742.936.095.698,930

1936 20.941.515.414.851,488
1937 20.143.743.399.047,621
1938 20.941.515.414.851,488
1939 20.143.743.399.047,621
1940 20.143.743.399.047,621

1941 19.404.523.457.798,168
1942 18.077.718.435.042,738
1943 18.077.718.435.042,738
1944 18.077.718.435.042,738
1945 15.000.659.978.014,186

1946 12.818.745.799.393,941
1947 11.432.935.442.702,705
1948 10.071.871.699.523,811
1949 7.608.248.406.115,109
1950 6.095.369.040.057,639

1951 4.443.472.808.613,446
1952 3.219.319.721.308,980
1953 3.087.727.090.364,964
1954 2.979.004.305.492,959
1955 2.650.492.552.506,266

1956 2.301.515.839.934,712
1957 1.853.718.717.703,769
1958 1.417.622.692.292,225
1959 607.261.859.575,079
1960 524.706.786.628,628

1961 484.446.417.063,674
1962 371.851.803.252,461
1963 288.749.905.378,840
1964 229.005.311.487,657
1965 184.740.418.979,824
1966 153.948.108.079,191
1967 122.578.560.237,612
1968 111.815.027.326,073
1969 105.433.081.945,068
1970 92.414.604.662,035
1971 66.251.936.003,132
1972 37.426.663.898,572
1973 24.942.723.376,731
1974 20.782.253.393,794

1975  1er. Trimestre 14.901.317.858,954
2do. Trimestre 11.216.606.512,770
3er. Trimestre 5.795.410.611,848
4to. Trimestre 4.270.594.478,758

1976 1er. Trimestre 2.299.134.147,108
2do. Trimestre 1.246.726.709,429
3er. Trimestre 1.034.483.241,815
4to. Trimestre 855.618.438,029

1977 1er. Trimestre 665.926.693,638
2do. Trimestre 563.754.062,889
3er. Trimestre 451.167.107,696
4to. Trimestre 342.418.722,745

1978 1er. Trimestre 276.462.153,395
2do. Trimestre 218.620.438,272
3er. Trimestre 181.705.919,023
4to. Trimestre 142.883.396,329

1979 1er. Trimestre 112.263.738,057
2do. Trimestre 89.071.930,143
3er. Trimestre 67.576.868,082
4to. Trimestre 60.040.069,147

1980 1er. Trimestre 53.803.712,010
2do. Trimestre 46.968.915,183
3er. Trimestre 41.608.908,866
4to. Trimestre 37.608.985,590

1981 1er. Trimestre 34.435.368,998
2do. Trimestre 26.080.852,819
3er. Trimestre 18.571.275,967
4to. Trimestre 14.610.768,613

1982 1er. Trimestre 11.023.052,874
2do. Trimestre 8.871.145,176
3er. Trimestre 5.204.009,753
4to. Trimestre 3.570.564,890

1983 1er. Trimestre 2.486.831,191
2do. Trimestre 1.867.502,449
3er. Trimestre 1.224.338,226
4to. Trimestre 735.292,615

1984 1er. Trimestre 479.963,872
2do. Trimestre 288.865,686
3er. Trimestre 172.453,713
4to. Trimestre 103.273,507

1985 1er. Trimestre 58.316,829
2do. Trimestre 25.973,223
3er. Trimestre 19.328,239
4to. Trimestre 18.859,703

1986 1er. Trimestre 18.512,850
2do. Trimestre 17.182,049
3er. Trimestre 14.471,318
4to. Trimestre 12.264,644

PT coeficientes de actualizacion de 
valores(1)

AÑO DE ADQUISICION,
 CONSTRUCCION O INGRESO

AL PATRIMONIO

COEFICIENTE 
DE ACTUALIZACION

1987 1er. Trimestre 10.466,949
2do. Trimestre 9.059,122
3er. Trimestre 6.730,658
4to. Trimestre 4.322,750

1988 1er. Trimestre 3.257,273
2do. Trimestre 1.940,936
3er. Trimestre 1.025,792
4to. Trimestre 829,531

1989 1er. Trimestre 657,143
2do. Trimestre 139,215
3er. Trimestre 23,075
4to. Trimestre 18,059

1990 1er. Trimestre 4,385
2do. Trimestre 2,383
3er. Trimestre 1,847
4to. Trimestre 1,609

1991 1er. Trimestre 1,160
2do. Trimestre 1,026
3er. Trimestre 1,013
4to. Trimestre 1,013

1992 1er. Trimestre 1,011
 A partir de Abril/92 1,000

(1) R.G. 3836 (DGI) (B.O. 17/6/94).

IG escala - ART. 90, ley 20.628
Ganancia neta imponible 

acumulada
PagarAn

De mAs
de $

a $ $ MAs el
%

Sobre
excedente de $

0 10.000 — 9 0
10.000 20.000 900 14 10.000
20.000 30.000 2.300 19 20.000
30.000 60.000 4.200 23 30.000
60.000 90.000 11.100 27 60.000
90.000 120.000 19.200 31 90.000
120.000 en adelante 28.500 35 120.000

1) Según ley 25.239 (B.O. 31/12/99).
(2) El Dec. 493/01 (B.O. 30/4/01) dispuso que los resultados provenientes de acciones mantenidas 
en el patrimonio durante 12 meses —como mínimo— quedan alcanzados hasta el límite del 
incremento de obligación fiscal originado por la incorporación de dichas rentas a la alícuota de 15%.

IG MINIMO NO IMPONIBLE, CARGAS DE 
FAMILIA Y OTRAS DEDUCCIONES

CONCEPTO
 
 
 

Período 
Fiscal 2013

 
 

(1)

Período Fiscal 2013
Incremento del 20% (2)
Importe de la deducción 

mensual
Septiembre a diciembre

Período Fiscal 2013
Incremento del 30% (3)
Importe de la deducción 

mensual
Septiembre a diciembre

A) GANANCIAS NO 
IMPONIBLES (art. 23, inc. a)

15.552,00 1.555,20 1.684,80 

B) DEDUCCION POR 
CARGAS DE FAMILIA  
(art.23 inc.b)
    - Cónyuge
    - Hijo, hijastro menor de 24 
años o incap. p/ trabajo
    - Otras cargas

 

17.280,00 
8.640,00 
6.480,00 

 

1.728,00 
864,00 
648,00 

 

1.872,00 
936,00 
702,00 

C) DEDUCCION ESPECIAL - 
art. 23, inc. c) - :
- Ganancias comprendidas 
en el artículo 49 cuando 
el contribuyente trabaje 
personalmente en la actividad 
y ganancias netas incluidas 
en el artículo 79, incisos d), 
e), f) y g)
- Ganancias comprendidas  
en el artículo 79, incisos a), 
b) y c)

15.552,00 
 
 

74.649,60 

7.464,96 
 
 
-
 

8.087,04 
 
 
-
 

D) GASTOS DE SEPELIO 
(art. 22)

996,23  996,23  996,23 

E) PRIMAS DE SEGUROS 
PARA CASOS DE MUERTE
     (art. 81, inc. b)

996,23
 

 996,23 
 

 996,23 
 

F) PLANES DE SEGURO  
DE RETIRO PRIVADOS
     (art. 81, inc. e)  
Derogado por Ley 26425

Derogado por 
Ley 26.425

 

Derogado por Ley 
26.425

 

Derogado por Ley 26.425
 

G) DEDUCCION DEL 
SERVICIO DOMESTICO
    ( Ley 26.063, art. 16 )  
(Tope = Gcia. No Imponible )

Hasta $ 15552
 

Hasta $ 15552
 

Hasta $ 15552
 

(1) Ley 20628, art. 23; Ley 26023, art. 16; Decreto 244/2013 (B.O. 5/3/2013) y RG (AFIP) 3449 
(B.O. 11/3/2013)

(2) Art. 4, decreto 1242 (BO: 28/8/2013) y RG (AFIP) 3525 (BO: 30/8/2013). Importes mensuales a 
computar en los meses de septiembre a diciembre de 2013, en base a un incremento del  20% para 
aquellos sujetos cuya mayor remuneración y/o haber bruto mensual, devengado entre los meses de 
enero y agosto del año 2013, sea mayor a $15.000 y no supere los $ 25.000.

(3) Art. 6, decreto 1242 (BO: 28/8/2013) y RG (AFIP) 3525 (BO: 30/8/2013). Importes mensuales a 
computar en los meses de septiembre a diciembre de 2013, en base a un incremento del 30%, para 
aquellos  empleados en relación de dependencia y jubilados que trabajen o vivan respectivamente 
en la región patagónica (La Pampa juntamente con las provinciales de Río Negro, Chubut, Neuquén, 
Santa Cruz, Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y el partido de Patagones de la 
provincia de Buenos Aires) cuya mayor remuneración y/o haber bruto mensual, devengado entre los 
meses de enero y agosto del año 2013, sea mayor a $15.000 y no supere los $ 25.000.
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Impuesto al valor agregado

Escala de DICIEMBRE’00 en adelante - R.G. 830/00 (*)

Ganancia neta imponible acumulada PAGARAN

mAs DE $  a $ $ MAs EL % S/EXCED. de $

0 2.000 0 10 0

2.000 4.000 200 14 2.000

4.000 8.000 480 18 4.000

8.000 14.000 1.200 22 8.000

14.000 24.000 2.520 26 14.000

24.000 40.000 5.120 28 24.000

40.000 y más 9.600 30 40.000

(*) Modificada por R.G. 924/00 (B.O. 17/11/00), R.G. 1776/04 (B.O. 25/11/04), R.G. 1810/05 (B.O. 10/01/05) y 
R.G. 2343/07 (B.O. 23/11/07).

IVA REGIMEN DE RETENCION - R.G.  18 (AFIP)

periodo A partir de 01/03/03

retencion minima

A responsable 
inscripto

$160

A no 
categorizados

$0

concepto Retención sobre 
precio neto

Retención sobre 
importe total

a) Compraventa de cosas muebles y locaciones del inc. c 
art. 3 y construcción sobre inmueble ajeno con aporte de 
materia prima. (inc. b art. 3)

10,50% 8,68%

b) Conceptos gravados a la alícuota diferencial (50% de 
fijada en 1° párr. art. 28  LIVA)

8,40% 7,60%

c) Locaciones de obra y loc. o prest. de servicios no 
comprendidas en los incs. a ) y b)

16,80% 13,88%

NORMA RG 1439

Impuesto sobre los bienes personales

IBP liquidacion del impuesto

Sujetos CoN bienes situados en el paIs

CONCEPTO IMPORTE VALOR TOTAL DE LOS BIENES 
GRAVADOS

NORMA

Alícuotas (%) 0,5 Más de $ 305.000 a $ 750.000

0,75 Más de $ 750.000 a $ 2.000.000 Ley 26.317

1 Más de $ 2.000.000 a $ 5.000.000

1,25 Más de $ 5.000.000

Monto exento ($) $ 305.000

IBP liquidacion del impuesto

Bienes situados en el paIs de sujetos radicados en el exterior

CONCEPTO IMPORTE NORMA

Alícuotas (%) 1,25(1) Ley 26.317

Monto no sujeto a 
ingreso ($)

Hasta 255,75 R.G. 3653

(1) La Ley 24.631 (B.O. 27/03/96) dispuso que dicha alícuota se incrementará en un 100 % para 
aquellos bienes que encuadran en las presunciones previstas en el artículo 26 de la ley 23.966.

IBP ACCIONES O PARTICIPACIONES EN 
EL CAPITAL DE SOC. COM.

Alícuota 0,50% No se aplica mínimo exento

IG regimen general de retencion

retencion para determinadas ganancias de distintas categorias
(Aplicable a partir 01/01/2005)

Conceptos sujetos a retenciOn  (r.g. 830/00) (*)
% a retener

MONTOS no 
sujetos a 
retenciOn

RI RNI INSC. (a)

1. Intereses por operaciones realizadas en entidades 
financieras, ley 21.526, y sus modif. o agentes de bolsa 
o mercado abierto 

3 10 —

2. Intereses originados en operaciones no comprendidas 
en el punto 1. 

6 28 1.200

3. Alquileres o arrendamientos de bienes muebles o 
inmuebles. 

6 28 1.200

4. 1. Regalías. 6 28 1.200

2. Interés accionario, excedentes y retornos distribuidos 
entre asociados, cooperativas, excepto consumo-.

3. Obligaciones de no hacer, o por abandono o no 
ejercicio de una actividad. 

5. 1. Enajenación de bienes muebles y bienes de cambio. 2 10 12.000

2. Transferencia temporaria o definitiva de derechos 
de llave, marcas, patentes de invención, regalías, 
concesiones y similares. 

6. Explotación de derechos de autor (Ley 11.723). s/escala 28 1.200

7. Locaciones de obra y/o servicios no ejecutados 
en relación de dependencia no mencionados 
expresamente en otros incisos. 

2 28 5.000

8. Comisiones u otras retribuciones derivadas de la 
actividad de comisionista, rematador, consignatario y 
demás auxiliares de comercio a que se refiere el inc. c) 
del art. 49 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, t.o. 
1997 y sus modif. 

s/escala 28 1.200

9. Honorarios de director de sociedades anónimas, 
síndico, fiduciario, consejero de sociedades 
cooperativas, integrante de consejos de vigilancia 
y socios administradores de las sociedades de 
responsabilidad limitada, en comandita simple y en 
comandita por acciones. 

s/escala 28 5.000 (b)

10. 1.Profesionales liberales, oficios, albacea, mandatario, 
gestor de negocio. 

s/escala 28 1.200

2. Corredor, viajante de comercio y despachante de 
aduana.

3. En todos los casos, con las salvedades mencionadas 
en dicho inciso. 

11. Operaciones de transporte de carga nacional e 
internacional. 

0,25 28 6.500

12. 1. Operaciones realizadas por intermedio de mercados 
de cereales a término que se resuelvan en el curso 
del término (arbitrajes) y de mercados de futuros y 
opciones. 

0,50 2 —

2. Distribución de películas. Transmisión de 
programación. Televisión vía satelital.

3. Cualquier otra cesión o locación de derechos, 
excepto las que correspondan a operaciones realizadas 
por intermedio de mercados de cereales a término que 
se resuelvan en el curso del término (arbitrajes) y de 
mercados de futuros y opciones.

13. Anexo ll, inc. o) Beneficios provenientes del 
cumplimiento de los requisitos de los planes 
de seguro de retiro privados administrados por 
entidades sujetas al control de la Superintendencia 
de Seguros de la Nación, establecidos por el inciso 
d) del artículo 45 y el inciso d) del artículo 79, de la 
Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado 
en 1997 y sus modificaciones -excepto cuando se 
encuentren alcanzados por el régimen establecido 
por la Res. General N° 1261, sus modificatorias y 
complementarias.- 

3 3 1.200,00

14. Anexo ll, inc. p) Rescates -totales o parciales- por 
desistimiento de los planes de seguro de retiro a que 
se refiere el inciso o), excepto que sea de aplicación 
lo normado en el artículo 101 de la Ley de Impuesto 
a las Ganancias, texto ordenado en 1997 y sus 
modificaciones.

15. Intereses por eventuales incumplimientos de las 
operaciones excepto las indicadas en los puntos 1. 
y 4.2.

16. Pagos realizados por cada administración 
descentralizada fondo fijo o caja chica. Art. 27, primer 
párrafo (d).

De acuerdo a tabla para cada punto.

0,50 1,50 1.800

(*) Modificada por R.G. 924/00 (B.O. 17/11/00), R.G. 1776/04 (B.O. 25/11/04), R.G. 1810/05 (B.O. 
10/01/05) y R.G. 2343/07 (B.O. 23/11/07).
Retención mínima: inscriptos: $20 y no inscriptos: $100 para alquileres o arrendamientos de bienes 
inmuebles urbanos y $20 para el resto de los conceptos sujetos a retención.
(a) Cuando los beneficiarios sean  no inscriptos en el impuesto no corresponderá considerar monto no 
sujeto a retención.
(b) Se deberá computar un solo monto no sujeto a retención sobre el total del honorario o de la 
retribución, asignados.
(c) Los intereses por eventuales incumplimientos se encuentran sujetos a las mismas tasas y mínimos 
aplicables al concepto generador de tales intereses, excepto los puntos 1. y 4.2.
(d) De acuerdo al código de régimen asignado al concepto que se paga.

IVA alicuotas

actividad periodo
alicuotas %

norma
insc.

BIENES Y SERVICIOS GRAVADOS 
TASA GENERAL

A partir del 18/01/03 21 Dec. 2312/02

18/11/02-17/01/03 19

SERVICIOS PUBLICOS A partir del 1/03/92 27,00 Ley 23.966
- Ventas de gas, energía eléctrica y aguas 
reguladas por medidor y demás prestaciones 
comprendidas en los puntos 4, 5 y 6 del inc. 
e) del art. 3º, cuando la venta o prestación se 
efectúe fuera de domicilios destinados exclusi-
vamente a vivienda o casa de recreo o veraneo 
o en su caso, terrenos baldíos y el comprador 
o usuario sea un sujeto categorizado en este 
impuesto como RI o RNI o se trate de sujetos 
que optaron por el Monotributo.

INTERESES Y COMISIONES A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02
- Intereses y comisiones de préstamos otorga-
dos por  entidades regidas por la ley 21.526 
tomados por responsables inscriptos.

18/11/02-17/01/03 9,50

- Prestaciones financieras correspondientes a 
préstamos bancarios de países que adoptaron 
estándares del Comité de Basilea.

A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02

18/11/02-17/01/03 9,50

- Intereses y comisiones de préstamos de 
entidades regidas por la ley 21.526 tomados por 
empresas de transporte de pasajeros.

A partir del 1/04/96 10,50 Dec. 324/96, 
art. 1°, inc. c)

VIVIENDA
- Por trabajos sobre inmuebles ajenos destina-
dos a vivienda.

A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02

- Por obras sobre inmueble propio realizadas 
directamente o por terceros.

18/11/02-17/01/03 9,50 Dec. 324/96, 
art.1°,incs.a 

y b)

OBRAS DE ARTE
- Venta e importación de obras de arte. A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02

18/11/02-17/01/03 9,50

transporte DE PASAJEROS A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02
- Servicios de taxímetros, remises con chofer y de-
más transportes de pasajeros, terrestres, acuáti-
cos o aéreos, realizados en el país (no alcanzados 
por la exención del art. 7°, inc.h), pto.12).

18/11/02-17/01/03 9,50

ASISTENCIA MEDICA A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02
- Servicios de asistencia sanitaria médica y 
paramédica del art. 7° inc. h), pto. 7, 1er. pá-
rrafo, que brinden o contraten las cooperativas, 
mutuales y sist. de medicina prepaga, que no 
resulten exentos. 

18/11/02-17/01/03 9,50

BIENES DE CAPITAL A partir del 18/01/03 10,50 Dec. 2312/02
- Ventas, locaciones e importaciones definitivas 
de los bienes muebles incluidos taxativamente 
en el Anexo del Dec. 493/01  (modificado por 
Decs. 496/01 y 615/01). 

18/11/02-17/01/03 9,50

RADIODIFUSION A partir del 18/01/03 10,50
- Ventas —excepto las del art. 7°, inc. a)—, lo-
caciones e importaciones definitivas de diarios, 
revistas y publicaciones periódicas. En caso de 
editores PyME, la alícuota reducida también se 
aplicará a la locación de espacios publicitarios, 
alcanzando a los ingresos obtenidos por los 
sujetos intervinientes en tales procesos.

18/11/02-17/01/03 9,50 Dec. 2312/02

ACTIVIDAD AGROPECUARIA A partir del 30/11/04 10,50 Ley 25.063 
Dec. 2312/02

1) Venta, obtención de bienes por encargo de 
terceros o importación definitiva de:
A - Ganado bovino, ovino, camélido y caprino 
en pie.

18/11/02-17/01/03 9,50

B - Carnes y despojos comestibles de los men-
cionados en A, no sometidos a elaboración.
C - Frutas, legumbres y hortalizas no sometidas 
a elaboración.
D - Miel de abejas a granel.
E - Granos, cereales y oleaginosos, excluido 
arroz, y legumbres secas, porotos, arvejas y 
lentejas.
F - Cuero bovino

2) Obras, locaciones y prestaciones de servicios 
vinculados a A, C y E (labores culturales, 
siembra, plantación  y/o aplic. de agroquímicos 
o fertilizantes y cosecha).

A partir del 18/01/03 10,50

10/1/03 -17/1/03 9,50 Ley 25.717

Las ventas, las locaciones del inc.  c) del art 3º 
y las importaciones definitivas que tengan por 
objeto la utilización de fertilizantes con destino a 
producciones agropecuarias que generen bienes 
alimenticios y agroindustriales.

A partir del 18/01/03 10,50 Ley 25.717 
Res. 351/06

10/1/03 -17/1/03 9,50

IVA alicuotas

actividad periodo
alicuotas %

norma
insc.

Las ventas de propano, butano y gas licuado 
de petróleo, su importación y las locaciones del 
inciso c) del artículo 3º para la elaboración por 
cuenta de terceros.

A partir de 1/9/05 10,50 Ley 26.050

Las ventas, obras, locaciones y prestaciones 
de servicio efectuadas por las Cooperativas de 
Trabajo, promocionadas e inscriptas, en el Re-
gistro Nacional de Efectores de Desarrollo Local 
y Economía Social del Ministerio de Desarrollo 
Social, cuando el comprador, locatario o presta-
tario sea el Estado nacional, las provincias, las 
municipalidades o la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, sus respectivas reparticiones y entes 
centralizados o descentralizados, excluidos las 
entidades y  Organismos comprendidos en el 
artículo 1° de la ley 22.016.

	 A partir de 17/4/05 10,50 Ley 26.020

	 A partir del 19/1/04 10,50 Ley 25.865

indices y coeficientes

INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR
febrero 2014

INDICE DEL COSTO DE LA CONSTRUCCION
Febrero 2014 (*)

Indice 110,17 Nivel gral. 835,00

Variación 3,40 Materiales 704,10

Mano obra 970,10

Gastos grales. 818,70

INDICE DE PRECIOS MAYORISTAS
febrero 2014 (*)

INDICE DE SALARIOS
enero 2014

IPIM INDICE DE SALARIOS

Nivel gral. 723,87 Sector privado registrado 148,88

Productos nacionales 728,33 Sector privado no registrado 159,30

Primarios 934,45 Sector público 143,16

Man. y en. eléctrica 673,92 Nivel general índice 149,17

Prod. Importados 667,10 Variación mensual 1,73

IPIB

Nivel gral. 747,17

Prod. Nacionales 754,25

Prod. Importados 659,72

IPP

Nivel gral. 767,38

Primarios 1121,19

Man. y en. eléctrica 669,45

(*) Datos provisorios. Fuente: INDEC
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Impuesto sobre los Ingresos Brutos

(1) Según Ley (Ciudad de Buenos Aires) 4808 (B.O. 27/12/2013). (1) Según Ley tarifaria Nº 14553 BO. 24/12/2013

IIBB alicuotas
CONCEPTO ALICUOTA

“Art. 53.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécese la tasa 
general del 3% para las siguientes actividades de comercialización (mayorista y mi-
norista), de prestaciones de obras y/o servicios, siempre que no se trate de acti-
vidades que en razón de existir distintas facetas pasibles de gravamen dentro del 
mismo rubro, tengan previsto otro tratamiento en esta Ley o en el Código Fiscal. 
Cuando las actividades sean realizadas por contribuyentes y/o responsables con ingresos bru-
tos anuales en el ejercicio fiscal anterior superiores a $ 43.000.000 establécese una tasa del 
4,00%, con excepción de las actividades de comercialización minorista de artículos de tocador 
y de limpieza.”

3%

1) Electricidad y agua. 3%

2) Productos agropecuarios, forestales, de la pesca y minería. 3%

3) Otros comercios minoristas no clasificados en otra parte. 3%

4) Transporte terrestre. 3%

5) Transporte aéreo. 3%

6) Servicios relacionados con el transporte 3%

7) Comunicaciones y servicios de Internet. Esta disposición comienza a regir a partir de la en-
trada en vigor de la Resolución N° 3085/99 de la Secretaría de Comunicaciones de la Nación.

3%

8) Empresas o agencias de publicidad por los ingresos provenientes de servicios propios y 
productos propios que facturen y que no configuren una actividad de intermediación.

3%

9) Salas de recreación y servicios de diversión y esparcimiento, no clasificados en otra parte. 3%

10) Servicios de reparaciones. 3%

11) Servicios personares directos 3%

12) Locación de bienes muebles, rodados. 3%

Art. 54.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécense las siguientes 
tasas generales para las actividades de comercialización (mayorista y minorista), de presta-
ciones de obras y/o servicios, siempre que no se trate de actividades que en razón de existir 
distintas facetas pasibles de gravamen dentro del mismo rubro, tengan previsto otro tratamien-
to en esta Ley o en el Código Fiscal.

Cuando las actividades sean realizadas por contribuyentes y/o responsables con ingresos 
brutos anuales en el ejercicio fiscal anterior inferiores a $ 43.000.000 establécese la tasa del 
3,00%. Cuando estos ingresos brutos superen los $ 43.000.000 establécese una tasa del 
5,00%, con excepción de las actividades de comercialización minorista de artículos de tocador 
y de limpieza.

3%

1) Electricidad y agua 3%

2) Alimentos y bebidas 3%

3) Textiles, confecciones, cueros y pieles. 3%

4) Artes gráficas, maderas, papel y cartón. 3%

5) Productos químicos derivados del petróleo y artículos de caucho y plástico 3%

6) Artículos para el hogar y materiales para la construcción. 3%

7) Metales, excepto maquinarias. 3%

8) Vehículos, maquinarias y aparatos. 3%

9) Otros comercios mayoristas no clasificados en otra parte. 3%

10) Bebidas 3%

11) Indumentaria. 3%

12) Artículos para el hogar. 3%

13) Papelería, librería, diarios, artículos para oficina y escolares. 3%

14) Farmacias, perfumerías y artículos de tocador 3%

15) Ferreterías. 3%

16) Vehículos. 3%

17) Ramos generales. 3%

18) Otros comercios minoristas no clasificados en otra parte. 3%

19) Ventas efectuadas por los propios industriales directamente al consumidor final, excepto 
alimentos.

3%

20) Restaurantes y otros establecimientos que expidan bebidas y comidas 3%

21) Hoteles y otros lugares de alojamiento. 3%

22) Transporte terrestre. 3%

24) Transporte aéreo. 3%

25) Servicios relacionados con el transporte 3%

26) Depósitos y almacenamiento. 3%

27) Comunicaciones y servicios de Internet. Esta disposición comienza a regir a partir de la en-
trada en vigor de la Resolución N° 3085/99 de la Secretaría de Comunicaciones de la Nación.

3%

28) Instrucción pública. 3%

29) Institutos de investigación y científicos. 3%

30) Instituciones de asistencia social. 3%

31) Asociaciones comerciales, profesionales y laborales. 3%

32) Otros servicios sociales conexos. 3%

33) Servicios de elaboración de datos y tabulación. 3%

34) Servicios jurídicos. 3%

35) Servicios de contabilidad, auditoría y teneduría de libros. 3%

36) Alquiler y arrendamiento de máquinas y equipos (excepto leasing). 3%

37) Otros servicios prestados a las empresas, no clasificados en otra parte 3%

38) Películas cinematográficas, Productoras de Radio y Televisión. 3%

39) Bibliotecas, museos, jardines botánicos y zoológicos y otros servicios culturales. 3%

40) Salas de recreación y servicios de diversión y esparcimiento, no clasificados en otra parte. 3%

41) Locación de máquinas de videojuegos efectuada por sus propietarios a terceros para su 
explotación comercial.

3%

42) Servicios de reparaciones. 3%

43) Servicios de lavandería, establecimientos de limpieza y teñido. 3%

44) Servicios personales directos 3%

45) Locación de bienes muebles, rodados. 3%

Art. 55.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécense las siguientes 
tasas generales para las actividades de construcción siempre que no se trate de actividades 
que en razón de existir distintas facetas pasibles de gravamen dentro del mismo rubro, tengan 
previsto otro tratamiento en esta Ley o en el Código Fiscal.

3%

Cuando las actividades sean realizadas por contribuyentes y/o responsables con ingresos 
brutos anuales en el ejercicio fiscal anterior inferiores a $ 43.000.000 establécese la tasa del 
3,00%. Cuando estos ingresos brutos superen los $ 43.000.000 establécese una tasa del 
5,00%.

Art. 56.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécese la tasa del 1,00% 
para las siguientes actividades de producción primaria, en tanto no tengan previsto otro tra-
tamiento en esta Ley o en el Código Fiscal. Determínase la vigencia retroactiva de este artículo 
a partir del 1° de enero de 1995.

provincia de Buenos Aires
Impuesto sobre los Ingresos Brutos

Período fiscal 2014 (1)
Alícuotas

IIBB alicuotas
CODIGO CONCEPTO ALICUOTA

Art. 21. De acuerdo a lo establecido en el artículo 223 del Código Fiscal -Ley Nº 10.397 
(Texto ordenado 2011) y modificatorias-, fijar las siguientes alícuotas generales del 
impuesto sobre los Ingresos Brutos: 

A) Establecer la tasa del cuatro con cinco por ciento (5%) para las siguientes activi-
dades de comercialización, ya sea mayorista o minorista, en tanto no tengan previsto 
otro tratamiento en esta Ley o se encuentren comprendidas en beneficios de exención 
establecidos en el Código Fiscal o Leyes especiales:

5,0%

Comercio al por mayor y al por menor, reparación de vehículos automotores, moto-
cicletas, efectos personales y enseres domésticos

5,0%

B) Establecer la tasa del tres con cinco por ciento (3,5%) para las siguientes activida-
des, en tanto no tengan previsto otro tratamiento en esta ley o se encuentren compren-
didas en beneficios de exención establecidos en el Código Fiscal o Leyes especiales:

3,5%

Electricidad, gas y agua 3,5%

Construcción 3,5%

C) Establecer la tasa del tres por ciento (4%) para las siguientes actividades, en tanto 
no tengan previsto otro tratamiento en esta Ley o se encuentren comprendidas en 
beneficios de exención establecidos en el Código Fiscal o leyes especiales:

4%

Agricultura, ganadería, caza y silvicultura 4%

Pesca y servicios conexos 4%

Explotación de minas y canteras 4%

Industria manufacturera 4%

Art. 22. De acuerdo a lo establecido en el artículo 223 del Código Fiscal -Ley Nº 10.397 
(Texto ordenado 2011) y modificatorias-, fijar para las actividades que se enumeran 
a continuación las alícuotas diferenciales que en cada caso se indican, en tanto no 
se encuentren comprendidas en beneficios de exención establecidos en el Código 
Fiscal o en Leyes especiales:

A) Cero por ciento (0%) 0%

501211 Venta de autos, camionetas y utilitarios usados, excepto en comisión. 0%

501291 Venta de vehículos automotores usados n.c.p. excepto en comisión. 0%

924991 Calesitas. 0%

B) Cero con uno por ciento (0,1%) 0,1%

232002 Refinación del petróleo (Ley Nº 11.244) 0,1%

C) Cero con uno por ciento (0,2%) 0,2%

512113 Comercialización de productos agrícolas efectuada por cuenta propia por los aco-
piadores de esos productos.

0,2%

D) Uno por ciento (1%) 1%

4011 Generación de energía eléctrica 1%

402001 Fabricación de gas 1%

E) Uno con cinco por ciento (1,5%) 1,5%

6011 Servicio de transporte ferroviario de cargas 1,5%

6012 Servicio de transporte ferroviario de pasajeros 1,5%

6021 Servicio de transporte automotor de cargas 1,5%

602210 Servicio de transporte automotor urbano regular de pasajeros 1,5%

602250 Servicio de transporte automotor interurbano de pasajeros 1,5%

602290 Servicio de transporte automotor de pasajeros n.c.p 1,5%

6210 Servicio de transporte aéreo de cargas 1,5%

6220 Servicio de transporte aéreo de pasajeros 1,5%

6350 Servicios de gestión y logística para el transporte de mercaderías 1,5%

8511 Servicios de internación 1,5%

8514 Servicios de diagnóstico 1,5%

8515 Servicios de tratamiento 1,5%

8516 Servicios de emergencias y traslados 1,5%

900010 Recolección, reducción y eliminación de desperdicios 1,5%

F) Uno con setenta y cinco por ciento (1,75%) 1,75%

749901 Empresas de servicios eventuales según Ley Nº 24.013 (artículos 75 a 80), Decreto 
Nº 342/92

1,75%

G) Dos por ciento (2%) 2%

513311 Venta al por mayor de productos farmacéuticos cuando sus establecimientos estén 
ubicados en la Provincia de Buenos Aires.

2%

CODIGO CONCEPTO ALICUOTA
642010 Servicios de transmisión de radio y televisión. 2%

H) Dos con cinco por ciento (2,5%) 2,5%
512111 Venta al por mayor de materias primas agrícolas y de la silvicultura 2,5%
512114 Venta al por mayor de semillas. 2,5%
514934 Venta al por mayor de abonos, fertilizantes y productos agroquímicos. 2,5%
523110 Venta al por menor de productos farmacéuticos y de herboristería. 2,5%
523912 Venta al por menor de semillas. 2,5%
523913 Venta al por menor de abonos y fertilizantes. 2,5%
523914 Venta al por menor de agroquímicos. 2,5%

I) Tres con cuatro por ciento (3,4%) 3,4%
402002 Distribución de gas natural (Ley 11.244) 3,4%
505002 Venta al por menor de combustibles líquidos (Ley 11.244) 3,4%

J) Tres con cinco por ciento (3,5%) 3,5%
501111 Venta de autos, camionetas y utilitarios, nuevos, excepto en comisión 3,5%
501191 Venta de vehículos automotores, nuevos n.c.p., excepto en comisión 3,5%

K) Cuatro por ciento (4%) 4%
4511 Demolición y voladura de edificios y de sus partes. 4%
4512 Perforación y sondeo -excepto perforación de pozos de petróleo, de gas, de minas 

e hidráulicos- y prospección de yacimientos de petróleo.
4%

4519 Movimiento de suelos y preparación de terrenos para obras n.c.p. 4%
4521 Construcción, reforma y reparación de edificios residenciales. 4%
4522 Construcción, reforma y reparación de edificios no residenciales. 4%
4523 Construcción, reforma y reparación de obras de infraestructura de transporte, 

excepto los edificios para tráfico y comunicaciones, estaciones, terminales y 
edificios asociados.

4%

4524 Construcción, reforma y reparación de redes. 4%
4525 Actividades especializadas de construcción. 4%
4529 Obras de ingeniería civil n.c.p. 4%
4531 Ejecución y mantenimiento de instalaciones eléctricas, electromecánicas y elec-

trónicas.
4%

4532 Aislamiento térmico, acústico, hídrico y antivibratorio. 4%
4533 Instalaciones de gas, agua, sanitarios y de climatización, con sus artefactos conexos. 4%
4539 Instalaciones para edificios y obras de ingeniería civil n.c.p. 4%
4541 Instalaciones de carpintería, herrería de obra y artística. 4%
4542 Terminación y revestimiento de paredes y pisos. 4%
4543 Colocación de cristales en obra. 4%
4544 Pintura y trabajos de decoración. 4%
4549 Terminación de edificios y obras de ingeniería civil n.c.p. 4%
4550 Alquiler de equipo de construcción o demolición dotado de operarios. 4%
4560 Desarrollos urbanos. 4%

L) Cuatro con cinco por ciento (4,5%) 4,5%
513312 Venta al por mayor de productos farmaceúticos y veterinarios, excepto los que estén 

ubicados en la provincia de Buenos Aires
4,5%

M) Cinco por ciento (5%) 5%
1551 Destilación, rectificación y mezcla de bebidas alcohólicas, producción de alcohol etílico 5%
1552 Elaboración de vinos y otras bebidas fermentadas a partir de frutas 5%
1553 Elaboración de cerveza, bebidas malteadas y de malta 5%
1600 Elaboración de productos de tabaco 5%

N) Cinco con cinco por ciento (5,5%) 5,5%
642020 Servicio de comunicaciones por medio de teléfono, telégrafo y telex. 5,5%
642090 Servicio de transmisión n.c.p. de sonido, imágenes, datos u otra información. 5,5%
661110 Servicios de seguros de salud. 5,5%
661120 Servicios de seguros de vida. 5,5%
661130 Servicios de seguros a las personas excepto los de salud y de vida. 5,5%
6612 Servicios de seguros patrimoniales. 5,5%
6613 Reaseguros.

Ñ) Seis por ciento  (6%) 6%
511120 Venta al por mayor en comisión o consignación de productos pecuarios. 6%
633120 Servicios prestados por playas de estacionamiento y garajes 6%
701010 Servicios de alquiler y explotación de inmuebles para fiestas, convenciones y otros 

eventos similares.
6%

701030 Servicios inmobiliarios para uso agropecuario por cuenta propia, con bienes propios 
o arrendados.

6%

701090 Servicios inmobiliarios realizados por cuenta propia, con bienes propios o arren-
dados n.c.p.

6%

7020 Servicios inmobiliarios realizados a cambio de una retribución o por contrata. 6%
7124 Alquiler de máquinas de juego que funcionan con monedas o fichas. 6%

O) Siete por ciento (7%) 7%
642023 Telefonía celular móvil. 7%
642024 Servicios radioeléctricos de concentración de enlaces. 7%

P) Ocho por ciento (8%) 8%
501112 Venta en comisión de autos, camionetas utilitarios, nuevos 8%
501192 Venta en comisión de vehículos automotores, nuevos n.c.p. 8%
501212 Venta en comisión de autos, camionetas y utilitarios usados 8%
501292 Venta en comisión de vehículos automotores usados n.c.p. 8%
504012 Venta en comisión de motocicletas y de sus partes, piezas y accesorios 8%
5119 Venta al por mayor en comisión o consignación de mercaderías n.c.p. 8%
5124 Venta la por mayor de cigarrillos y productos de tabaco 8%
521191 Venta al por menor de tabaco, cigarros y cigarrillos en kioscos, polirrubros y comercios 

no especializados
8%

522992 Venta al por menor de tabaco, cigarros y cigarrillos en comercios especializados 8%
634102 Servicios mayoristas de agencias de viajes, por sus actividades de intermediación 8%
634202 Servicios minoristas  de agencias de viajes, por sus actividades de intermediación 8%
6521 Servicios de las entidades financieras bancarias. 8%
6522 Servicios de las entidades financieras no bancarias. 8%
6598 Servicio de crédito n.c.p. 8%
6599 Servicios financieros n.c.p. 8%
6712 Servicios bursátiles de mediación o por cuenta de terceros. 8%
6719 Servicios auxiliares a la actividad financiera n.c.p., excepto a los servicios de seguros 

y de administración de fondos de jubilaciones y pensiones.
8%

6721 Servicios auxiliares a los servicios de seguros. 8%
743011 Servicios de publicidad, por sus actividades de intermediación. 8%
9249 Servicios de esparcimiento n.c.p. 8%

Q) Doce por ciento (12%)
924911 Servicios de explotación de salas de bingo. 12%
924913 Servicios de explotación de máquinas tragamonedas. 12%

Art. 23. Establécese en tres con cinco por ciento (3,5%) la alícuota del impuesto sobre los Ingresos Brutos 
aplicable exclusivamente a las actividades detalladas en el inciso A) del artículo 21, cuando las mismas se 
desarrollen en establecimiento ubicado en la Provincia de Buenos Aires y el total de ingresos gravados, no 
gravados y exentos, obtenidos por el contribuyente en el período fiscal anterior, por el desarrollo de cualquier 
actividad dentro o fuera de la Provincia, no supere la suma de pesos cuarenta millones ($40.000.000).
Cuando se trate de contribuyentes que hayan iniciado actividades durante el ejercicio fiscal en curso, quedarán 
comprendidos en el beneficio establecido en el párrafo anterior, siempre que el monto de ingresos gravados, 
no gravados y exentos obtenidos durante los dos primeros meses a partir del inicio de las mismas, no superen 
la suma de pesos cinco millones ($5.000.000).
La alícuota establecida en el primer párrafo del presente artículo resultará aplicable exclusivamente a los ingresos 
provenientes de las actividades allí mencionadas desarrolladas en el establecimiento ubicado en esta jurisdicción, 
con el límite de los ingresos atribuidos a la Provincia de Buenos Aires por esa misma actividad, para el supuesto 
de contribuyentes comprendidos en las normas del Convenio Multilateral.

Art. 24. Establécese en tres por ciento (3%) la alícuota del impuesto sobre los Ingresos Brutos aplicable ex-
clusivamente a las actividades detalladas en el inciso A) del artículo 21, cuando las mismas se desarrollen en 
establecimiento ubicado en la Provincia de Buenos Aires y el total de ingresos gravados, no gravados y exentos, 
obtenidos por el contribuyente en el período fiscal anterior, por el desarrollo de cualquier actividad dentro o fuera 
de la Provincia, no supere la suma de pesos un millón ($1.000.000)
Cuando se trate de contribuyentes que hayan iniciado actividades durante el ejercicio fiscal en curso, quedarán 
comprendidos en el beneficio establecido en el párrafo anterior, siempre que el monto de ingresos gravados, 
no gravados y exentos obtenidos durante los dos primeros meses a partir del inicio de las mismas, no superen 
la suma de pesos ciento setenta mil ($170.000).
La alícuota establecida en el primer párrafo del presente artículo resultará aplicable exclusivamente a los ingresos 
provenientes de las actividades allí mencionadas desarrolladas en el establecimiento ubicado en esta jurisdicción, 
con el límite de los ingresos atribuidos a la Provincia de Buenos Aires por esa misma actividad, para el supuesto 
de contribuyentes comprendidos en las normas del Convenio Multilateral.

CONCEPTO ALICUOTA

Art. 57.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécese la tasa del 3,00% 
para las siguientes actividades de producción de bienes, en tanto no tengan previsto otro 
tratamiento en esta Ley o en el Código Fiscal. Cuando estas actividades sean realizadas por 
contribuyentes y/o responsables con ingresos brutos anuales en el ejercicio fiscal anterior, 
superiores a $ 43.000.000.-, establécese una tasa del 4,00%.

Art. 58.- De conformidad con lo dispuesto por el Código Fiscal, establécese la tasa del 4,90% 
para la siguiente actividad:

4,9%

• Distribución mayorista y/o minorista de gas licuado de petróleo en garrafas, cilindros o si-
milares

4,9%

• Fraccionamiento y distribución de gas envasado y oxígeno 4,9%

• Venta al por menor de fuel oil, gas en garrafas, carbón y leña 4,9%

Este inciso solo incluye la comercialización al por menor de gas en garrafa y el fraccionamiento 
y distribución de gas envasado.

Art. 66 - Fíjase en $ 1.600 mensuales el importe a que se refiere el inciso 8) del artículo 157 
del Código Fiscal.

 

Art. 67 - Fíjase en $ 200.000 el importe anual al cual hace referencia el inciso 18) del artículo 
157 del Código Fiscal.

Art. 68 - Fíjase en $ 24.000.000 el importe anual de ingresos al que hace referencia el inciso 
22) del artículo 157 del Código Fiscal.

Art. 69 - Fíjase en $ 450.000 el importe al que hace referencia el inciso 25) del artículo 157 
del Código Fiscal.

Art. 70 - Fíjase en $ 1.650.000 el importe anual al que hace referencia el inciso d) del artículo 
2 de la ley 4064.

Art. 71 - De acuerdo a lo previsto en el artículo 180 del Código Fiscal, el servicio de albergue 
transitorio abona, mensualmente 3%

Servicios de alojamiento por hora, según ordenanza 35561, BM: 16.220 (albergues 
transitorios)

3%

Art. 72 - De acuerdo con lo previsto en el artículo 188 del Código Fiscal vigente por la 
exhibición de películas cinematográficas solo aptas para mayores de 18 años y de exhibición 
condicionada (DN 828/1984) se abona por mes y por cada butaca $ 181, que se aplicará a 
partir de su reglamentación.

Art. 73 - Fíjase en $ 3.000 - el importe al que hace referencia el inciso 2) del artículo 199 del 
Código Fiscal.
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No se ha concedido expresamente legiti-
mación procesal activa para presentarse en 
la justicia, no obstante que en el proyecto ori-
ginal del Poder Ejecutivo y hasta la sanción 
definitiva del proyecto se había previsto esa 
facultad (46). No es claro normativamente el 
circuito que se debe seguir una vez que la Au-
ditoría General de la Nación emite sus dictá-
menes sobre análisis de posibles y diferentes 
responsabilidades (47).

Al margen del modelo de control al cual se 
adscribe el sistema constitucional argentino, 
la evolución de las denominadas entidades fis-
calizadoras superiores —que difiere de país a 
país— ha ido en pos de reforzar la independencia 
de los mentados organismos de control.

En ese sentido debemos mencionar la 
importante labor desplegada por diversas 
entidades internacionales, tales como la 
Organización Latinoamericana y del Caribe 
de Entidades Fiscalizadoras Superiores 
(Olacef) y la Organización de Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (Intosai).

También debemos presente la plena 
vigencia de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción aprobada por ley 
24.759, del 13 de enero de 1997, y en vigor 
desde el 7 de noviembre de 1999, como 
también de la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción, aprobada por 
ley 26.097, del 6 de junio de 2006: ambos 
cuerpos normativos t ienen jerarquía 
supralegal en nuestro ordenamiento jurídico, 
y contienen reglas en materia de control.

V.2.1. La importancia del rol de la Audi-
toría General de la Nación para la 
justicia

La Corte Suprema de Justicia ha revalori-
zado el rol de la Auditoría General en los au-
tos “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/Estado 
Nacional y otros”, del 8 de julio de 2008 (Fa-
llos: 331-1622) (48) —que están relacionados 
con el saneamiento de la cuenca Matanza-

Riachuelo— y lo hace aún en las distintas re-
soluciones interlocutorias de la etapa de eje-
cución de ese caso.

A su vez, distintos precedentes judiciales 
han destacado la labor constitucional de con-
trol asignada al organismo y han reconocido 
su legitimación procesal activa para presen-
tarse en sede judicial, cuando ve obstaculiza-
da su misión de control (49).

V.3. Otros controles instituidos por la 
Constitución nacional

Más allá de la existencia de los controles 
específicos de la actividad financiera del 
Estado, el sistema republicano que inspira 
nuestro texto constitucional nacional 
contiene otra serie de controles utilizados 
para evaluar la actividad estatal.

El art. 101 de la Constitución nacional impone, 
como deber del jefe de gabinete de ministros, 
su concurrencia, al menos una vez por mes, 
alternativamente a cada una de las Cámaras 
del Congreso Nacional, sin perjuicio de la 
atribución que al Poder Legislativo reconoce el 
art. 71 de ese mismo plexo normativo.

El objeto de la presencia del jefe de ga-
binete en el Congreso es informar sobre la 
marcha del gobierno. Esto incluye la posi-
bilidad de ser preguntado sobre diferentes 
aspectos relativos a la actividad financie-
ra del Estado (la ejecución presupuestaria, 
vencimiento de compromisos vinculados al 
crédito público, evolución de la recaudación 
tributaria, etc.) (50).

En otro orden de ideas, tanto el jefe de 
gabinete como los ministros secretarios con 
desempeño en el área presidencial, tienen 
el deber de concurrir al Congreso Nacional 
para brindar las explicaciones e informes 
que los legisladores estimen pertinentes. 
Ello incluye temas relacionados con la 
actividad financiera del Estado (arts. 71 y 101, 
Constitución nacional).

Tampoco podemos perder de vista el con-
trol judicial, que es una realidad en materia 
presupuestaria (51).

Debemos destacar, asimismo, el rol que 
ejerce la ciudadanía en general, mediante 
asociaciones no gubernamentales, que dispo-
nen, como herramienta para su concreción, 
la regulación del derecho constitucional a la 
información (52).

VI. La cuenta de inversión

La atribución del Congreso Nacional, de 
aprobar o desechar la cuenta de inversión (art. 
75, inc. 8 in fine, Constitución nacional), sig-
nifica un examen mucho más amplio que el 
de la ejecución presupuestaria, regulado  
—acerca de su contenido— por el art. 95 de la 
ley 24.156 (53).

Este documento es preparado por la 
Contaduría General de la Nación (art. 91, inc. 
h, ley 24.156), el órgano rector del sistema 
de contabilidad gubernamental, para ser 
presentado al Poder Legislativo.

Dentro del Congreso Nacional existe, des-
de antaño, una comisión bicameral perma-
nente que tiene a su cargo dictaminar sobre 
la cuenta de inversión (54): es la Comisión 
Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas. 
Su misión está prevista en la ley 24.156 (arts. 
128 y 129), y en la ley 23.847.

Su actuación ,  luego  de  la  re forma 
constitucional de 1994, debe coordinarse con 
la que le compete a la Auditoría General de 
la Nación, según expresamente surge del 
art. 85 de la Constitución nacional. Resulta 
necesaria la sanción de una ley que coordine 
ambas intervenciones.

Formulado el despacho de la Comisión 
Parlamentaria Mixta, se lo se eleva a consi-
deración de la Cámara, con trámite —desde 
lo formal— como el de cualquier proyecto de 
ley.

En definitiva la sanción del Congreso 
Nacional es para aprobar o desechar la 
cuenta de inversión. Este acto no es ley en 
sentido material, sólo en su estructura. Pudo 
haber adoptado otra forma, como sería el de 
una resolución, pero la práctica instituyó la 
de una ley.

Por su carácter de ley formal no es pasible 
de ser vetada por el Poder Ejecutivo; ello 
resguarda la esencia republicana del acto, 
pues se trata de un juzgamiento de la 
actividad financiera del Estado.

VII. Conclusión

El objeto de este trabajo fue destacar la 
dinámica del ciclo presupuestario y también 
dejar en evidencia la importancia de analizar 
cuidadosamente la naturaleza de este 
proceso. Ello por cuanto las definiciones 
acerca de la naturaleza de los diversos 
actos que lo conforman —como la ley de 
presupuesto, la cuenta de inversión o la 
actividad que despliega la Auditoría General 
de la Nación— tienen implicancias prácticas 
y no meramente teóricas.

El ciclo presupuestario, tal como está 
concebido, encuentra su mayor expresión 
dentro del sistema democrático de gobierno. 
A su vez una herramienta fundamental para 
la acción de gobierno, en el sentido más 
amplio de la expresión. n

Debemos destacar, asimismo, el rol 
que ejerce la ciudadanía en general, 
mediante asociaciones no guber-
namentales, que disponen, como 
herramienta para su concreción, la 
regulación del derecho constitucio-
nal a la información.

(46) El proyecto de ley del Poder Ejecutivo contem-
plaba crear la Contraloría General de la Nación, como 
órgano de control externo del presupuesto; su art. 122 
señalaba que para el desempeño de sus funciones debe-
ría también: “b) Denunciar fundadamente, ante la justi-
cia los hechos y actos presuntamente ilícitos o irregula-
res que afecten al patrimonio nacional, de los que tuviere 
conocimiento en el desempeño de sus funciones”. El art. 
121, inc. j), del despacho de la mayoría de la Comisión de 
Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados pre-
veía, como función de la Auditoría General de la Nación: 
“Promover las investigaciones y acciones judiciales de 
contenido patrimonial en los casos que corresponda”; 
en tanto que, según el art. 122, inc. f), podía “Denunciar 
ante el Poder Judicial, los presuntos hechos ilícitos que, 
pudiendo constituir delito, se detectaren durante el pro-
ceso de auditoría. Posteriormente, el proyecto aprobado 
por la Cámara de Senadores señaló en el art. 119, inc. c), 

que la Auditoría General de la Nación podía “promover 
las investigaciones de contenido patrimonial en los ca-
sos que corresponda, comunicando sus conclusiones a 
la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas 
a los fines del inc. f) de este artículo” (era el referente a la 
publicidad de la memoria del organismo). En el proyecto 
sancionado desaparece toda norma sobre su atribución 
de iniciar directamente causas judiciales.

(47) Fabiana Schafrik, ob. cit. en nota 49 en segundo 
término.

(48) El considerando 18 del citado fallo afirma: “...este 
Tribunal considera de la mayor trascendencia en orden al 
alto significado institucional que importa la transparencia 
en el manejo patrimonial de la cosa pública, sindicar una 
autoridad responsable de esa importante misión y —en ese 
trance— establecer que la Auditoría General de la Nación 
llevará un control específico de la asignación de fondos y de 
ejecución presupuestaria de todo lo relacionado con el Plan”.

(49) Sobre el tema, nos remitimos a Schafrik, Fabiana 
H., ob. cit. en nota 49, capítulo XVIII, punto 2).

(50) En los últimos años esta manda constitucional ha 
caído en desuso.

(51) A este respecto, se pueden ver fallos citados en 
la nota 2.

(52) La única herramienta reglamentaria nacional tie-
ne respuesta en el decreto 1172/03. Es preciso reparar en 
prácticas como la de la Auditoría General de la Nación que, 
desde el año 2003, puso en marcha el programa “Planifi-
cación participativa”, para la consulta ciudadana; lo prevé 
el art. 13 del Reglamento Interno del Colegio de Audito-
res, con el cual se invita a las organizaciones no guberna-
mentales a participar y proponer temas de interés con vis-
tas a ser incluídos en la planificación anual de la Auditoría.

(53) El art. 95 de la ley 24.156 dispone que la cuenta de 
inversión debe contener, como mínimo: “a) Los estados 
de ejecución del presupuesto de la administración nacional, 

a la fecha de cierre del ejercicio; b) Los estados que muestren 
los movimientos y situación del Tesoro de la administración 
central; c) El estado actualizado de la deuda pública inter-
na, externa, directa e indirecta; d) Los estados contable-
financieros de la administración central; e) Un informe que 
presente la gestión financiera consolidada del sector públi-
co durante el ejercicio y muestre los respectivos resultados 
operativos económicos y financieros”. Además, prosigue 
la norma, la cuenta de inversión contendrá comentarios 
sobre: “a) El grado de cumplimiento de los objetivos y me-
tas previstos en el presupuesto; b) El comportamiento de los 
costos y de los indicadores de eficiencia de la producción pú-
blica; c) La gestión financiera del sector público nacional”.

(54) F. H. Schafrik y Javier Indalecio Barraza, “Algu-
nas reflexiones relativas a la atribución del Congreso de la 
Nación de aprobar o desechar la cuenta de inversión. Su na-
turaleza jurídica y evolución legislativa en la materia”, El 
Derecho: 162-1226.

Tentativa de evasión fiscal:  
legislación, doctrina y jurisprudencia

Robertino D. Lopetegui
El objetivo del presente trabajo consiste en 

examinar las principales posturas desarrolladas 
en la República Argentina, con relación a la 
comisión, en grado de tentativa, del delito de 
evasión fiscal, con el análisis de la legislación, la 
opinión de los autores y la jurisprudencia de los 
fueros especializados en la materia.

I. Legislación

El Código Penal de la Nación Argentina (CP) 
define a la tentativa, en su art. 42, como: “El que 

con el fin de cometer un delito determinado comienza 
su ejecución, pero no lo consuma por circunstancias 
ajenas a su voluntad”. En estos casos la pena 
que correspondería al agente, si hubiere 
consumado el delito, se disminuirá de un tercio 
a la mitad (art. 44). El autor de la tentativa no 
estará sujeto a pena cuando hubiese desistido 
voluntariamente del delito (art. 43).

Por su parte, el art. 1º de la ley 24.769 y 
sus modificaciones, penal tributaria (LPT), 
establece: “Será reprimido con prisión de dos 
(2) a seis (6) años el obligado que mediante 
d e c l a r a c i o n e s  e n g a ñ o s a s ,  o c u l t a c i o n e s 
maliciosas o cualquier otro ardid o engaño, 
sea por acción o por omisión, evadiere total 
o parcialmente el pago de tributos al fisco 

nacional, al fisco provincial o a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires,  siempre que 
e l  monto  evadido  excediere  la  suma de 
cuatrocientos mil pesos ($400.000) por cada 
tributo y por cada ejercicio anual, aun cuando 
se tratare de un tributo instantáneo o de período 
fiscal inferior a un (1) año”.

La tentativa de evasión, actualmente, 
no se encuentra tipificada penalmente en 

continúa en la página 8
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la LPT, como delito incompleto o tipo in-
dependiente. No obstante, cabe traer a co-
lación el art. 1º de la anterior ley penal tri-
butaria, pues hay quienes sostienen que la 
ley 23.771 (1) preveía actos de tentativa de 
evasión tributaria (y no, actos meramente 
preparatorios) (2). Con tal entendimiento, el 
régimen de tentativa, establecido en el CP, 
se encontraba desplazado por el principio 
de especialidad.

La vigente LPT no contiene una norma 
similar a la del art. 1º de la ley 23.771, sino 
que directamente establece dos hipótesis 
de evasión: simple y agravada. Coincidimos 
con García Berro, en cuanto entiende que 
conforme a la LPT vigente, las disposicio-
nes generales del CP, en materia de tentati-
va, son plenamente aplicables a los arts. 1º y 
2º, pues no se ven desplazadas por la espe-
cialidad. (3)

Durante los debates parlamentarios de la 
LPT, en la Cámara de Senadores, al tratar 
el proyecto de la primera ley penal tribu-
taria (ley 20.658, del año 1974) se dijo: “En  
este proyecto se ha optado por reprimir la ten-
tativa de evasión, o la evasión de los impues-

NOTAS

Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723)

(1) El art. 1º de la ley 23.771 prescribía: “Será repri-
mido de un mes a tres años el responsable por deu-
da propia o ajena que mediante doble contabilidad, 
o declaraciones, liquidaciones, registraciones conta-
bles o balances engañosos o falsos, o la no emisión de 
facturas o documentos equivalentes cuando hubiere 
obligación de hacerlo, o efectuando facturaciones o 
valuaciones en exceso o en defecto, o valiéndose de 
cualquier otro ardid o engaño, ocultare, modificare, 
disimulare o no revelare la real situación económica 
o patrimonial, con el objeto de dificultar o impedir 
la fiscalización o la percepción de tributos, siempre 
que pueda importar un perjuicio patrimonial al fisco, 
cuando el hecho no importe un delito más severamen-
te penado”.

(2) GARCÍA BERRO, Diego. “La tentativa de eva-
sión tributaria”, El Derecho, suplemento de Derecho 
Penal y Política Criminal., 6 de octubre de 2000.

(3) GARCÍA BERRO, Diego, ob. cit. en nota 2.
(4) Diario Sesiones, 22 y 23 de noviembre de 1973, 

p. 2365.
(5) A favor: Catania, García Berro, Spolansky,  

Borinsky, Lopéz Biscayart, Galván Greenway, Tu-

rano, Fridenberg, García Vizcaíno, Nercellas, entre 
otros.

(6) CATANIA, Alejandro, “Régimen penal tributa-
rio. Estudio sobre la ley 24.769”, segunda edición ac-
tualizada, Editorial del Puerto, 2007.

(7) GARCÍA BERRO, Diego, “La naturaleza jurídi-
ca de los montos de la ley 24.769”, Editorial Rubinzal 
— Culzoni, 2005. MIERES, Patricia R. - CREDE, Na-
talia C., “Tentativa de evasión tributaria”, en la obra 
de ALTAMIRANO, Alejandro C. — RUBINSKA, Ra-
miro M. (coordinadores), “Derecho penal tributario”, 
ed. Marcial Pons, Buenos Aires, 2008, tomo I, . pág. 
289.

(8) GARCÍA BERRO, Diego, ob. cit. en nota 2.
(9) CATANIA, Alejandro,  ob.  c it .  en nota 6,  

pág. 79.
(10) MIERES, Patricia R. - CREDE, Natalia C. ob. 

cit. en nota 7, pág. 306.
(11) ORCE, Guillermo - TROVATO, Gustavo F., “De-

litos tributarios: Estudio analítico del régimen penal 
de la ley 24.769”. ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 
2008, pág. 94.

(12) HADDAD, Jorge Enrique, “Ley penal tributa-
ria comentada”, séptima edición, Ed. Abeledo Perrot, 
pág. 48.

tos a cargo de la DGI”(4) (la letra negrita es 
nuestra).

En resumen, la letra del LPT vigente 
no aporta mayores precisiones sobre los 
modos de ejecución imperfecta del delito 
de evasión fiscal, sino que la norma le- 
g a l  d e b e  c o m p l e m e n t a r s e  c o n  l a s 
disposiciones generales del CP en materia 
de tentativa.

II. Doctrina

En la República Argentina la doctri-
na mayoritaria se inclina a favor de la po- 
sibilidad de la comisión, en grado de ten-
tativa, del delito de evasión (5). No obstan-
te, resulta interesante que aun quienes  
aceptan la tentativa, lo hacen mediante di-
versos argumentos y construcciones dog-
máticas. Hay autores que admiten la ten-
tativa, al interpretar el delito de evasión 
fiscal como una figura de omisión propia,  
en la cual los montos mínimos constitu-
yen condiciones objetivas de punibildad 
(6), mientras que otros autores también la 
aceptan, pero entienden a la evasión fiscal 
como un delito de resultado lesivo, y que 
los montos mínimos constituyen elementos  
del tipo penal abarcados por el dolo del au-
tor (7).

Diego García Berro explica: “Quien des-
pliega una maniobra engañosa o ardidosa 
mediante la cual oculta, modifica, disimula o 
no revela la real situación económica o patri-
monial, con el objeto de dificultar o impedir la 
fiscalización o la percepción de tributos, y de la 
cual se puede derivar un perjuicio patrimonial 
al fisco, ya inició los actos tendientes a lograr 
la finalidad de evadir; aquellos actos implican 
un inequívoco peligro inmediato para el bien 
jurídico protegido; se trata de actos que ingre-
saron en el círculo de acción expresado por el 
verbo principal del tipo de resultado y perte-
necen al contexto de aquella acción (evadiere), 
pues la evasión no se integra únicamente con 
el no pago del tributo, sino con el no pago como 
consecuencia de las maniobras ardidosas se-
ñaladas, y, finalmente, los actos examinados 
implican el comienzo de realización del plan de 
evasión del autor”(8).

Alejandro Catania entiende a la tentativa 
de evasión fiscal como un hecho indiscutible, 
y sostiene: “Para la afirmación de la existen-
cia de la tentativa de un delito se requiere, por 
una parte, la existencia de una decisión de co-
meter un delito, y, por otra, un comportamien-
to que represente el comienzo de ejecución del 
hecho”(9). Seguidamente, afirma: “Por el 
desarrollo de actos u omisiones engañosas se 
aprecia la existencia de una exteriorización de 
una voluntad contraria a la norma de conduc-
ta, que, objetivamente, comienza a poner en pe-
ligro a la hacienda pública, en su sentido diná-
mico”. Es decir: “Toda expresión de voluntad 
dirigida a la obtención de aquella consecuen-
cia será comienzo de ejecución y en aquellos ca-
sos en que el resultado no se presente, por una 
cuestión ajena a la voluntad del sujeto activo, 
habrá tentativa”.

Patricia R. Mieres y Natalia C. Crede ad-
miten la posibilidad de comisión, en grado 
de tentativa, por intermedio de una inter-
pretación holística en la inteligencia de 
que: (i) el bien jurídico comprometido es 
la recaudación tributaria; (ii) se trata de 
un delito de resultado; y (iii) el momento 
consumativo se da con el vencimiento de 
la obligación. Según las autoras: “Dogmá-
ticamente parecería incuestionable la posibi-
lidad de admitir la tentativa ante la presen-
cia de un delito de resultado lesivo. En efecto, 
si no se determina la producción del resultado 
(afectación efectiva de la recaudación tribu-
taria por el no ingreso del tributo en su justa 
medida) no es posible considerar consumado 
el delito, y no obstante ello, el hecho de que el 
sujeto activo hubiese realizado o intervenido 
en el despliegue de la totalidad del accionar tí-
pico a la sola espera de la producción de aquel 
resultado, quedaría zanjado el camino para la 

anticipación punitiva de que se trata”(10) (el 
subrayado es nuestro).

Para Orce y Trovato, la admisión de la 
tentativa gira en torno a la consideración 
que el monto mínimo del art. 1º de la LPT es 
un elemento del tipo objetivo. Los autores 
advierten: “Quienes consideren que el modo de 
computar el monto evadido es un elemento del 
tipo, por coherencia, deberían admitir como de 
tentativa punible la hipótesis del error sobre el 
quantum aunque no se arribe objetivamente al 
límite, puesto que el tipo subjetivo estaría com-
pleto (quiere evadir más de $ 400.000). Este 
problema en cambio, no se les presenta a quie-
nes consideran la cuestión como condición ob-
jetiva de punibilidad, ya que el monto evadido 
es siempre objetivo”(11).

En la  vereda opuesta,  una posición 
minoritaria en la República Argentina se 
pronuncia en contra de la posibilidad de 
comisión, en grado de tentativa, del delito 
de evasión fiscal.

Haddad se inclina a favor de la impo-
sibilidad de existencia de la tentativa de  
evasión fiscal, toda vez que considera como 
actos preparatorios, no punibles, lo acon-
tecido anteriormente al momento con- 
sumativo, y señala: “Los actos preparato-
rios que configuran la tentativa no resultan  
punibles ante un delito de resultado con  
una condición objetiva de punibilidad esta-
blecida en un perjuicio cuantificado en dine-
ro”(12).

Entre los autores que tampoco admiten la 
tentativa del art. 1º de la LPT, Espeche en-
tiende: “La LPT, como ley especial que tipifica 
legalmente el régimen penal tributario, se ha 
creado obedeciendo una clara política legisla-
tiva recaudatoria. Sólo en este régimen deben 
buscarse las conductas que son típicas, pues el 
mismo en este aspecto resulta autosuficiente. 
Obsérvese que cuando el legislador quiso pe-
nar la puesta en peligro del bien jurídico lo hizo 
expresamente creando el tipo legal de “obten-
ción fraudulenta de beneficios fiscales”, “simu-
lación dolosa de pago” y “alteración dolosa de 
registros”. Entonces, no se podrían remitir a 
las prescripciones de la tentativa tipificadas 
por el CP, cuando el régimen penal tributa-
rio lo ha dejado sin efecto por una ley especial 
mediante la tipificación definidos delitos de 
daño y de peligro. Así, como regla, el resultado 
de evasión de tributos es determinante en este 
régimen penal. En conclusión, en la evasión 
desde la ejecución hasta la consumación no 
hay delito punible de tentativa, menos puede 
haberlo ante actos meramente preparatorios. 
Sólo cuando la conducta haya tenido como re-
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sultado la evasión de tributos el régimen penal 
tributario lo ha considerado típicamente pu-
nible”(13).

Pereira Torres también se adscribe por la 
negativa al sostener: “Antes del vencimiento 
general de la obligación, al no concurrir el per-
juicio ni su posibilidad, resulta inadmisible la 
consumación y, necesariamente, la tentativa 
de evasión del impuesto; después de él, estando 
consumado el delito, el concepto de tentativa es 
inaplicable. Por eso, afirmamos que la evasión 
no admite tentativa”(14).

III. Jurisprudencia

Si bien no ha sido un tema de análisis 
recurrente, en los tribunales de nuestro 
país, ciertos precedentes jurisprudenciales 
han abordado el tema.

En el caso “Bottinelli” la AFIP cuestionó 
el patrón de triangulación conforme al cual, 
en el marco de transferencias entre clubes 
locales, se simula mediante la celebración 
de un contrato, la intervención de un club 
extranjero (15), con la finalidad de ocultar 
la ganancia del club nacional, que sería el 
verdadero cedente del futbolista, como así 
también el rédito del jugador.

Al respecto, el juez Javier López Bis-
cayart ha dicho: “Teniendo en cuenta que el  
ejercicio 2012 se encuentra en curso y que el 
contribuyente no ha realizado acto alguno  
tendiente a ocultar los ingresos derivados 
de su calidad de cesionario de los derechos 
económicos emergentes de su pase del Club  
Deportivo Unión San Felipe a River Plate, no 
se advierten motivas para hipotizar, siquie-
ra provisionalmente, la tentativa de comisión  
del delito de evasión del pago del impuesto  
a las ganancias al que se encontrará obli- 
gado Jonathan Bottinelli  por el  período 
2012”(16).

Esa sentencia fue apelada por la AFIP 
como querellante, y el voto de la mayoría 
(doctores Bonzón y Repetto), en la sala “B” 
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Penal Económico (CNAPE), revocó lo acon-
tecido en primera instancia, pues “el proce-
der de Bottinelli habría tenido como fin disi-
mular su condición de responsable de la obli-
gación tributaria y, por ende, constituiría, en 
principio, engaño conforme lo requiere el tipo 
penal de evasión tributaria. Ello autoriza, en 
consecuencia, a considerar que se habría dado 
inicio a la ejecución de ese delito, y, por ende, a 
sostener la posible comisión en grado de tenta-
tiva”(17).

Interesa mencionar la postura del voto 
en disidencia (doctor Hendler): emplea un 
cri-terio objetivo de valoración en función 
del plan del autor, y descarta que haya 
tenido lugar el comienzo de ejecución, 
cuando el  p lan del ict ivo atr ibuible  a 
Bottinelli únicamente podía concretarse 
mucho después, al tener que declarar sus 
ganancias al ente recaudador.

Finalmente, el 12 de junio de 2013 el 
Juzgado Nacional en lo Penal Tributa-
rio 1, hizo suyos los argumentos del voto 

de la mayoría de la sala “B”, y decretó 
el procesamiento de Bottinelli, por con-
siderarlo prima facie autor penalmente 
responsable del delito previsto por el art. 1º 
de la ley 24.769 en grado de tentativa.

En el  antecedente “Céntrica S.R.L.”, 
la sala “A” de la CNAPE, respecto de 
un contribuyente que “habría efectuado 
maniobras para evadir el pago de tributos 
mediante registraciones contables falaces 
y la presentación de declaraciones juradas 
engañosas simulando pagos a proveedores o 
acreedores ficticios” concluyó que “en nombre 
de la sociedad cuyas obligaciones tributarias 
se  habría  intentado evadir ,  admit ió  la 
pretensión fiscal del organismo de recaudación 
p r e s e n t a n d o  d e c l a r a c i o n e s  j u r a d a s 
rectificativas lo cual supone un reconocimiento 
del hecho, al menos en grado de tentativa” 
(fallo del 8 de agosto de 2005).

En la causa “Servitemp” —con fallo de 
la misma sala “A”, dictado el 9 de junio de 
2010—, los jueces entendieron que resul-
ta procedente el desistimiento voluntario, 
como eximente de pena de la tentativa, aun 
en el supuesto que la rectificación de las de-
claraciones juradas engañosas se haya rea-
lizado después de iniciadas las inspecciones 
por parte del fisco, sin encontrarse consu-
mado el delito (18).

La Cámara de Casación Penal (CCP), en 
el precedente “De Marco, Laura”, dijo: “La 
presentación de las declaraciones engañosas, 
los ocultamientos maliciosos, o los ardides o 
engaños constituyen el comienzo de ejecución 
de la evasión, que sólo puede tenerse por consu-
mada al momento del vencimiento de la obliga-
ción de ingreso del tributo correspondiente al 
período fiscal contemplado para la liquidación 
del impuesto que se trata, al que los actos su-
puestos o los actos ocultados por esas manio-
bras se imputaron o debían imputarse, respec-
tivamente”(19).

El  magistrado,  doctor Luis  García, 
ha sostenido: “A este respecto considero 
n u e v a m e n t e  n e c e s a r i o  v o l v e r  s o b r e  l a 
distinción entre los actos ejecutivos de evasión, 
los actos contables, y el respaldo documental 
de los actos contables. Los actos contables, 
ejecutados con el fin de ocultar la realidad 
económica del contribuyente, suponiendo 
gastos o salida de bienes u ocultando bienes 
o ingresos obtenidos mediante la realización 
de hechos imponibles, podrían constituir, en 
algunos casos, el comienzo de ejecución del 
delito de evasión tributaria, aún antes de 
la presentación de una declaración jurada 
engañosa,  en otros casos el  comienzo de 
ejecución sólo tendrá lugar con la presentación 
de la declaración jurada”.

Consideramos valioso el aporte de este 
precedente, en el sentido que determina-
dos actos estrictamente contables podrían 
constituir el comienzo de ejecución del deli-
to de evasión fiscal (20).

IV. Reflexiones finales

La vigente LPT no concibe expresamente 
a  l a  e v a s i ó n  t r i b u t a r i a  c o m o  d e l i t o 

incompleto, o de ejecución imperfecta. 
La citada ley debe ser armonizada con 
las disposiciones del CP en materia de 
tentativa, que a nuestro entendimiento son 
plenamente aplicables al art. 1º del régimen 
penal tributario.

Adicionalmente, la mayoría de la doctrina 
especializada en la materia es proclive a 
la admisión del instituto comentado. Sin 
embargo, los autores fundamentan sus 
posturas mediante diferentes argumentos 
y construcciones dogmáticas. Se inclinan 
a favor de este instituto tanto quienes 
interpretan a la evasión fiscal como una 
f igura omisiva,  en la  cual  los montos 
constituyen condiciones objetivas de 
punibilidad, como quienes entienden a este 
delito como de resultado lesivo, en el cual 
los montos constituyen elementos del tipo 
penal abarcados por el dolo del autor.

Si bien en la jurisprudencia el tema no 
ha sido materia de análisis recurrente, 
ciertos antecedentes lo han abordado y 
acepta-ron la tentativa de evasión fiscal. En 
el caso “Bottinelli”, la CNAPE ha conside- 
rado configurada la tentativa de evasión 
fiscal, aun durante un período fiscal en 
curso, por la celebración de contratos 
cuya finalidad consistiría en la ocultación 
del verdadero perceptor de la ganancia 
imponible.

Algunos precedentes han entendido que 
la rectificación de una declaración jurada 
engañosa constituye el reconocimiento 
del hecho al menos en grado de tentativa, 
mientras que otros han expresado que 
la rectificación implica el desistimiento 
vo luntar io  de l  de l i to  (aun cuando la 
rectificación se haya producido después 
del inicio de la actividad fiscalizadora por el 
fisco). Resultan interesantes ciertos fallos 
de la sala II de la Cámara de Casación Penal, 
en cuanto han admitido como comienzo 
de ejecución a los actos estrictamente 
contables.

Lo cierto es que un estudio profundo de 
la tentativa de evasión fiscal debe abordar 
temas varios, como el bien jurídico tute- 
lado, el momento consumativo, el comienzo 
de ejecución, la naturaleza jurídica de  
los  montos mínimos,  entre otros.  En 
esta tarea resultará crucial la distinción  
entre actos preparatorios y el comienzo  
de ejecución, por cuanto su diferencia 
justifica la aparición del ius puniendi del 
Estado.

En virtud de la legislación vigente, la 
jurisprudencia y la opinión de los autores, 
estamos en condiciones de afirmar que, en 
nuestro país, es posible cometer el delito 
de evasión fiscal previsto en el art. 1º de la 
LPT en grado de tentativa. Actualmente, 
el desafío reposa en el intento de trazar 
sus límites, a los fines de diferenciar los  
actos preparatorios (no punibles) de los 
actos que implican el comienzo de ejecu- 
ción del delito. Al ser la materia penal 
tributaria extremadamente casuística,  
el análisis debe ser realizado caso por  
caso. n

NOTAS

(13) ESPECHE, Sebastián, http://www.consejosal-
ta.org.ar/wp-content/uploads/EL-DELITO-DE-EVA-
SION-TRIBUTARIA-Espeche.pdf.

(14) CATANIA, Alejandro, ob. cit. en nota 6, lo men-
ciona en pág. 79.

(15) En los cuales los futbolistas no desarrollan tarea 
profesional alguna.

(16) Juzgado Penal Tributario 1, sentencia del 12 de 
noviembre de 2012.

(17) Sentencia del 8 de marzo de 2013.
(18) Disentimos con la doctrina de este fallo, pues sólo 

entendemos procedente el desistimiento voluntario en la 
medida que el contribuyente rectifique espontáneamente, 
antes del momento consumativo, que a nuestro entender 
se da con el vencimiento de la obligación legal para presen-
tar la declaración jurada. El art. 42 del CP es claro al esta-
blecer que la tentativa se aplica cuando el delito no se con-
suma por circunstancias ajenas a la voluntad del agente.

(19) Del voto del magistrado, doctor Luis García, en 
“De Marco, Laura y otro s/ recurso de casación”, Cáma-
ra Nacional de Casación Penal, sala II; fallo del 7 de sep-
tiembre de 2010.

(20) En el mismo sentido, fallo en la causa “Krochick, 
Sebastián y otro s/ recurso de casación”, CCP, sala II, 
del 7 de diciembre de 2009.

BREVES
NACIONALES

Prorrogan hasta fin de año  
la reducción de cargas sociales 

para nuevos empleos

El Gobierno nacional prorrogó hasta fin 
de año la vigencia de la reducción de hasta 
la mitad de las contribuciones patronales, 
en caso de la iniciación de una relación 
laboral o de la regularización de un vínculo 
preexistente.
La prórroga del alivio se dio a conocer 
a través de la oficialización del decreto 
232/2014.
De acuerdo al decreto, que fue prorrogado 
hasta el 31 de diciembre de 2014, el pago 
de cargas sociales se reduce a la mitad 
durante el primer año y a 75% durante el 
segundo período anual.
Fuente: IPROFESIONAL

Corte Suprema de EEUU  
falla contra Argentina  

en caso de arbitraje con  
BG Group

La Corte Suprema de Estados Unidos 
falló el miércoles a favor de la empresa 
británica BG Group Plc, que busca que se 
le reintegren 185,3 millones de dólares que 
obtuvo en un arbitraje con Argentina y 
que un tribunal estadounidense de apela-
ciones había desechado.
El caso buscaba determinar si BG debe-
ría recuperar el dinero en base a que una 
decisión del Gobierno argentino de con-
gelar los precios del gas en el 2002 violaba 
un tratado de 1993 entre Gran Bretaña y 
Argentina.
El tratado tenía como objetivo estimu-
lar la inversión extranjera en Argenti-
na. 
BG se opuso argumentando que la fijación 
de valores reducía el valor de su 45 por 
ciento de participación en la distribuidora 
de gas argentina Metrogas SA.. BG vendió 
su participación en Metrogas a YPF SA e 
Integra Gas Distribution LLC.
Funcionarios han advertido que de 
mantenerse la decisión, la tercera eco-
nomía latinoamericana nuevamente 
quedaría al borde de una cesación de 
pagos.
Fuente: REUTERS LATAM

El Club de París rechazó 
un pago inicial de U$S 250 
millones por considerarlo 

insuficiente

La Propuesta de pago que el gobierno 
argentino entregó días atrás al Club de 
París, considerada insuficiente por ese 
foro, consiste en un monto inicial de 250 
millones de dólares, y luego saldar el resto 
de la deuda en cinco años, a cambio de que 
los once países acreedores suspendan de 
inmediato las restricciones al crédito que 
sufre el país.
Ese plan de pago servirá como base para 
la discusión de fines de mayo, que fue 
bendecida por el presidente de Francia, 
François Hollande , aunque sin compro-
meterse a un sí definitivo por parte del 
resto de los miembros del Club.
Fuente: IProfesional 
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reseña jurisprudencial Los precedentes jurisdiccionales vertidos en esta reseña pueden ser 
consultados in extenso en Thomson Reuters Checkpoint

Corte Suprema de Justicia de la Nación

El contribuyente demuestra  que la renta presumida por el fisco es inexistente, pues 
registró pérdidas en el balance comercial y determinó quebrantos impositivos. Esta 
situación permite aplicar la doctrina de la causa “Hermitage”.

Causa: “Diario Perfil S.A. c. AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva”, 11/2/2014

Cita online: AR/JUR/229/2014 

en sus balances contables y que, a su vez, 
registró quebrantos en su declaración ju-
rada del impuesto a las ganancias –lo cual 
no fue desvirtuado–, ello resulta suficiente 
a fin de tener por acreditado  –en los tér-
minos de la doctrina del caso “Hermitage”  
(Fallos: 333:993, La Ley: 2010-D-189)– que la 
renta presumida por el art. 6° la ley 25.063 
no existió, por lo cual se debe hacer lugar a 
la demanda que pretende la restitución de 
las  sumas abonadas por el contribuyente 
relativas al primero de esos tributos.

2.	 Si la sentencia impugnada muestra un in-
equívoco apartamiento de lo dispuesto por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
en un anterior pronunciamiento, que des-
conoce lo esencial de aquella decisión, la 
inobservancia de los recaudos previstos en 
la acordada 4/2007, incurrida por el ape-
lante, no constituye  obstáculo insalvable 
para la admisión de la pretensión recursiva  
(art. 11). n

Hechos: La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación sostuvo en la causa que corres-
pondía aplicar al caso la doctrina  sentada 
en “Hermitage”  (Fallos: 333:993) en rela-
ción a las sumas abonadas en concepto de 
anticipos del impuesto a la ganancia mí-
nima presunta de un medio de prensa es-
crita. Devuelta la causa a la Cámara, ésta 
volvió a rechazar la demanda. Interpuesto 
recurso extraordinario y queja ante su de-

negación en dos oportunidades, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, por las 
facultades del art. 16 de la ley 48, hizo lu-
gar a la acción de restitución.

Sumarios:

1. 	 Si de la documentación aportada por el con-
tribuyente en el impuesto a la ganancia mí-
nima presunta surge que registró pérdidas 

La sociedad anónima debe ingresar las retenciones, en concepto de impuesto a las 
ganancias, sobre los giros de divisas al exterior, realizadas por cuenta y orden de una 
cooperativa de crédito.

Causa: “Forexcambio S.A. (TF 27.070-1) c. DGI”, 8/10/2013

Cita online: AR/JUR/66820/2013

Hechos: La AFIP determinó de oficio 
la obligación de una sociedad anónima 
para ingresar retenciones en concepto 
de impuesto a las ganancias sobre los gi-
ros de divisas al exterior, realizados por 
cuenta y orden de una cooperativa de 
crédito. El Tribunal Fiscal confirmó la 
decisión, que fuera revocada por la Cá-
mara, la cual declaró la nulidad del acto 
administrativo impugnado. El organis-
mo recaudador interpuso recurso ordi-
nario de apelación. La Corte Suprema 
de Justicia de la Nación  revocó el fallo 
impugnado.

Sumarios:

1. 	 La sentencia que anuló la determinación 
de oficio y la correspondiente obligación de 
una sociedad anónima, en el sentido de in-
gresar retenciones por impuesto a las ga-
nancias sobre  giros de divisas al exterior 
que realizó por cuenta y orden de una coo-
perativa de crédito, debe ser revocada, si 
para decidir así, el a quo admitió la posición 
de la actora en cuanto a que no se hallaba 
configurada su vinculación con la coope-
rativa, ni constituían un grupo económico, 
sin dar razones válidas para dejar de lado la 
conclusión del Tribunal Fiscal sobre la efec-
tiva existencia de esa relación. n

La responsabilidad solidaria que el fisco pretende endilgar a las personas, por la deuda 
de un tercero, no requiere el carácter firme de la determinación del tributo al deudor 
principal, sino que basta con haberle cursado a éste la intimación de pago y que haya 
transcurrido el plazo establecido sin que haya sido cumplida.

Causa: “Bozzano, Raúl José (TF 33.056-I) c. DGI”, 11/2/2014

Cita online: AR/JUR/233/2014

Hechos: La Cámara, al confirmar el pronun-
ciamiento del Tribunal Fiscal de la Nación, 
declaró la nulidad de la resolución mediante 
la cual la AFIP determinó de oficio, con ca-
rácter parcial, la obligación impositiva del 
responsable solidario del contribuyente, en 
los términos del art. 8°, inc. a, de la ley 11.683, 
por deudas correspondientes al Impuesto a 
las Ganancias y al Impuesto al Valor Agre-
gado. Para decidir así sostuvo que la obli-
gación tributaria del deudor principal no se 
encontraba firme. El organismo recaudador 
interpuso recurso ordinario de apelación. La 
Corte Suprema de Justicia de la Nación re-
vocó la decisión apelada.

Sumarios:

1.	 El art. 8°, inc. a, párrafo primero, de la ley 
11.683 no requiere el carácter firme del 
acto de determinación del  tributo al deu-
dor principal para exigir el cumplimiento 
al deudor solidario, sino únicamente que se 
haya cursado al primero la intimación ad-
ministrativa de pago y que haya transcurri-
do el plazo de quince días previsto en el se-
gundo párrafo del art. 17 sin que tal intima-
ción haya sido cumplida. n

Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial  
de tercera nominación de  Córdoba

El artículo que establece el plazo de la prescripción, en el Código Tributario de la 
Provincia de Córdoba, resulta inconstitucional, pues modifica el definido por el dere-
cho común.
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HUMBERTO P. DIEZ 

“Ciclo de actualización tributaria 2014”

Días: martes 
Fechas: 11/03, 6/05, 10/06, 12/08, 30/09 y 25/11
Horario: de 18:30 a 21:30 hs.
Lugar: Paseo La Plaza. Corrientes 1660 - Sala Pablo 
Neruda

HUMBERTO P. DIEZ 

“Ciclo de actualización tributaria -  
Mar del Plata 2014”
Días: viernes 
Fechas: 14/03, 9/05, 13/06, 8/08, 3/10 y 2/12
Horario: de 16:00 a 19:00 hs.
Lugar: Hotel Costa Galana de Mar del Plata - Boule-
vard Patricio Peralta Ramos 5725

HUMBERTO P. DIEZ 

“Ciclo de actualización tributaria - 
Mendoza 2014”
Días: miércoles 
Fechas : 5/03, 29/04, 2/07, 24/09 y 19/11
Horario: de 15:30 a 18:30 hs.
Lugar: Park Hyatt Mendoza - Chile 1124 -  
Medoza

GUSTAVO E. DIEZ 

“Impuesto a las ganancias,  
personas físicas y bienes personales  
2013” 
Día: lunes
Fecha: 14/04
Horario: 9:00 a 13:00 y de 14:00 a 18:00 hs.
Lugar: Paseo La Plaza. Corrientes 1660 - Sala Pablo 
Picasso

GUSTAVO E. DIEZ 

“Impuesto a las ganancias.  
Empresas y sociedades 2013”
Día: lunes
Fecha: 12/05

Horario: 9:00 a 13:00 y de 14:00 a 16:00 hs.
Lugar: Paseo La Plaza. Corrientes 1660 - Sala Pablo 
Picasso

PATRICIA FARAONI

Liquidación de sueldos, cargas sociales y 
retención de ganancias para empleados en 
relación de dependencia
Días: miércoles
Fechas: 26/03-9/04-23/04
Horario: 9:30 a 13:00 hs.

HUMBERTO P. DIEZ 

“Agentes de retención y percepción del 
impuesto sobre los ingresos brutos en 
Provincia de Bs. As. y C.A.B.A.”
Días: miércoles 
Fecha: 21 de mayo de 2014.
Horario: de 17:30 a 20:00 hs.
Lugar: Hotel Argenta Tower – Juncal 868 (CABA)

OSVALDO BALAN

Ciclo de actualización impositiva, laboral y 
previsional agropecuaria 2014
Fechas: martes 26/03-28/05-30/07-24/09-26/11

SUSANA ACCORINTI – JULIO GRISOLIA

Ciclo laboral y de recursos de la seguri-
dad social – Actualización en temas 
esenciales
Fechas: lunes 12/05-9/06-11/08-8/09-20/10-10/11
Horario: 17:00 a 20:00 hs.

JOSE LUIS CETERI

“Curso de auditoría fiscal en cada sector de 
las empresas”
Días: miércoles
Fechas: 21/05-4/06-18/06 - 2/07
Horario: 9:30 a 13:00 hs.

novedades profesionales

Hechos: La Dirección de Rentas de la 
Provincia de Córdoba promovió ejecu-
ción por cobro de impuesto sobre los in-
gresos brutos. El ejecutado dedujo ex-
cepción de prescripción, rechazada por 
el juez de primera instancia al conside-
rar que el planteo no había sido correc-
tamente fundado. Apeló el vencido ante 
la Cámara de Apelaciones, que admitió 
su recurso y declaró la inconstituciona-
lidad del art.98, inc.b), del Código Tribu-
tario de la Provincia de Córdoba.

Sumarios:

1. 	 El art.98, inc.b), del Código Tributario de la 
Provincia de Córdoba es inconstitucional, 
pues al disponer que el término de pres-
cripción comenzará a correr desde el 1° de 
enero del año siguiente al año en que se de-
bió abonar la obligación tributaria, lo que 
hace es ampliar el plazo de prescripción fi-
jado por el derecho común; su aplicación 
conduciría a que el acreedor pudiera inten-
tar su acción durante un plazo mayor al allí 
previsto. n

Tribunal Fiscal de la Nación

La notificación del fisco se debe considerar válida, a pesar de no haber sido  realizada 
en el domicilio fiscal actual del contribuyente, pues  permitió al contribuyente tomar 
conocimiento del procedimiento en tiempo oportuno y ejercer su derecho de defensa.

Causa: “Saralegui, Alejandro s/ apelación-impuesto al valor agregado”, sala A, 30/8/2013

Cita online: AR/JUR/78509/2013

Hechos: Un contribuyente interpuso re-
curso de apelación contra distintas reso-
luciones  mediante las cuales el fisco de-
terminó de oficio su obligación tributaria 
frente a los impuestos a las ganancias y 
al valor agregado, como consecuencia de 
ajustar ciertos gastos, impugnar  deter-
minadas deducciones, y  ajustar débitos y 
créditos fiscales. Alegó la nulidad del acto 
por irregularidades en su notificación. El 
Tribunal Fiscal resolvió confirmar las re-
soluciones cuestionadas.

Sumarios:

1.	 Deben ser confirmadas las resoluciones 
que determinaron de oficio la obligación 
tributaria de un contribuyente ante los im-
puestos a las ganancias y al valor agrega-
do, como consecuencia de ajustar  ciertos 
gastos, impugnar determinadas deduccio-
nes, y ajustar débitos y créditos fiscales. 
Ello está fundado en que se advierte una 

deficiente actividad probatoria, tendiente 
a descalificar el criterio fiscal: el contribu-
yente se limitó a ofrecer prueba, que luego 
desistió, y presentar prueba documental, 
agregada en fotocopias, sin acompañar 
otros medios probatorios.

2.	 La nulidad de la notificación de la vista, 
planteada por un contribuyente contra 
las resoluciones que determinaron de ofi-
cio  los impuestos a las ganancias y al valor 
agregado, debe ser desestimada, pues si 
bien se advierten ciertos defectos, en tan-
to dicha notificación no fue realizada en el 
nuevo domicilio fiscal del contribuyente, 
se observa que, pese a ello, éste tomó co-
nocimiento del procedimiento en tiempo 
oportuno, gozó de posibilidades de defen-
sa y prueba en la instancia administrativa, 
toda vez que solicitó prórroga para contes-
tar, que le fue concedida por el juez admi-
nistrativo. n

La compañía aseguradora  debe abonar, en su carácter de garante, los tributos adeu-
dados por el contribuyente que incumplió el régimen de importación temporaria. 

Causa: “Alba Compañía Argentina de Seguros S.A. c. D.G.A. s/ recurso de apelación”, sala F, 12/8/2013

Cita online: AR/JUR/78622/2013

Hechos: La Aduana intimó a una compa-
ñía aseguradora, en su carácter de garan-
te, para el pago de los tributos adeudados 
por un importador que incumplió el régi-
men de importación temporaria. La com-
pañía interpuso recurso de apelación con-
tra dicha decisión: argumentó que única-
mente es garante del pago de los tributos 
que gravan la importación para consumo. 
El Tribunal Fiscal de la Nación resolvió 
confirmar la resolución aduanera.

Sumarios:

1.	 Los tributos garantizados por el asegura-
dor son los vigentes al momento del venci-
miento de la exportación temporaria, con 
aplicación de los arts. 274, 638 y 639 del Có-

digo Aduanero. Ello no sólo surge de la ley, 
sino que también se cumple así, de manera 
más acabada, la finalidad de la garantía.

2.	 Si bien la Aduana, al momento de correr 
la vista, expresó en pesos el importe re-
clamado, resulta procedente aplicar sobre 
esa suma el coeficiente de estabilización de 
referencia, pues la deuda quedó pesificada 
por el decreto 214/02, y no por el servicio 
aduanero, antes de su entrada en vigencia. 
Es de aplicación la doctrina de la Corte 
Suprema de Justicia,  en el caso “Sociedad 
Anónima Cinematográfica v.Bentivogli Hijos 
S.R.L.”, del 17 de abril de 2007 (Fallos: 330-
1785), AR/JUR/2794/2007. n

Cámara Cuarta de Apelaciones en lo Civil, Comercial,  
Minas, de Paz y Tributaria de Mendoza

La aplicación del art. 37 de la ley 11.683 que autoriza la imposición de nuevos intereses 
sobre intereses ya generados en créditos fiscales, se encuentra vigente y resulta apli-
cable, excepto que se declare su inconstitucionalidad.

Causa: “AFIP en Centuria S.A. s/ p/ Concurso Preventivo p/ Recurso de Revisión p/ Incidentes”, 
13/2/2014

Cita online: AR/JUR/1275/2014

Hechos:  En un incidente de verificación 
iniciado por la AFIP, el juez del concurso 
rechazó la procedencia de los intereses 
resarcitorios provenientes de las deudas 
firmes en gestión administrativa por el im-
puesto al valor agregado (IVA), aportes 
y contribuciones. El organismo recauda-
dor interpuso recurso de revisión contra 
dicha decisión, cuyo rechazo fue apelado. 
La Cámara hizo lugar al recurso deducido.

Sumarios:

1.	 Si bien en materia de anatocismo debe im-
perar una interpretación restrictiva, aten-
diendo al principio general prohibitivo —

art. 623 del Código Civil—, ante una previ-
sión normativa específica —art. 37 de la ley 
11.683 —y no atacándose su constituciona-
lidad, la norma debe ser aplicada. 

2.	 Más allá de las previsiones del art. 623 del 
Código Civil, la ley especial de procedi-
miento tributario —art. 37— contempla la 
posibilidad de que se genere un anatocis-
mo separado para los intereses producidos 
por el capital abonado por el contribuyen-
te, norma que se encuentra vigente y que 
debe ser aplicada, a menos que se plantee o 
se declare oficiosamente su inconstitucio-
nalidad. n

Causa: “Dirección de Rentas de la Provincia de Cordoba c. Rodriguez, Miguel Angel s/ presentación 
multiple fiscal”,  28/11/2013

Cita online:  AR/JUR/90873/2013
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panorama impositivo

Ley del impuesto a las ganancias: su reforma por  
ley 26.893; el decreto 2334/13 la reglamentó.
Aspectos resueltos y por resolver.

El 7 de febrero de 2014 fue publicado en el 
Boletín Oficial el decreto 2334, del 20 de di-
ciembre de 2013, reglamentario de la ley 
26.893, que reformó la ley del impuesto a las 
ganancias y trajo al ámbito de la tributación 
ciertas rentas financieras.

Si bien esas disposiciones contemplan varias 
de las cuestiones puntualizadas por la doctrina 
como merecedoras de mayor desarrollo, subsis-
ten aún claroscuros, algunos de los cuales es da-
ble esperar sean sorteados próximamente por la 
Administración Federal de Ingresos Públicos al 
ejercer las facultades que le han sido delegadas. 

Sin ánimo de plantear un debate respecto de 
cierto exceso en el ejercicio de la función regla-
mentaria por el Poder Ejecutivo –que debiera 
velar por no alterar el espíritu de la ley–, es posi-
ble identificar los aspectos más salientes del nue-
vo texto, como asimismo, los que aún quedan por 
resolver. 

I. 	L a alícuota del 15% sobre la disposición de cier-
tos activos financieros

I.1. Aspectos tratados

El concepto de “demás valores”: el texto legal 
vigente menciona, en varios artículos, a las 
“acciones, cuotas y participaciones sociales, títulos, 
bonos y demás valores”, sin precisar el alcance 
de estos últimos. Según el reglamento debe 
entenderse por tales a los valores negociables 
emitidos o agrupados en serie, susceptibles de ser 
comercializados en bolsas o mercados. Se alude así 
al concepto previsto en la ley 26.831, de mercado 
de capitales. 

Alcance de la exención del art. 20, inc. w): 
la ley 26.893 no distingue si la condición 
de procedencia de la exención requiere la 
cotización en bolsas o mercados y/o tengan 
autorización de oferta pública en el mercado 
bursátil argentino únicamente, o también 
resulta comprensiva de bolsas extranjeras. El 
reglamento aclara que, exclusivamente, se trata 
de bolsas o mercados de valores domésticos, en 
cuanto deben encontrarse autorizados por la 
Comisión Nacional de Valores. 

Cómputo de deducciones generales y personales: 
el reglamento dispone que de existir este tipo de 
ganancias de capital, las deducciones generales 
y las personales de los incs. a) y b) del art. 23 
de la ley, se deben imputar, en primer término, 
a dichas rentas y sólo de existir un remanente 
se afectará contra las restantes. Así, para una 
cantidad importante de casos, tales deducciones 
se verán indirectamente reducidas en forma 
significativa, por cuanto serán imputables, 
en primera instancia, a rentas sometidas a 
la alícuota especial del 15%, mientras la tasa 
máxima del tributo es del 35%. 

Costo computable: se hace referencia así al 
costo de adquisición de los activos financieros, 

con vistas a determinar la ganancia bruta de la 
transacción, en los términos del art. 61 de la ley. 
Dada la inaplicabilidad del ajuste por inflación 
impositivo, son pertinentes las críticas que aluden 
a las consecuencias nocivas que ello ocasiona, al 
recaer la imposición sobre ganancias ficticias. 

Alícuota aplicable a personas físicas residentes 
en el exterior: el reglamento ha despejado la 
incógnita que surgía del texto legal respecto a si 
la alícuota del 15% resultaba también aplicable 
cuando el beneficiario del exterior es una 
persona física; se ha resuelto que dicha tasa se 
emplea cualquiera sea el sujeto del exterior que 
obtenga esta clase de renta.

Vigencia de la reforma: se ha dispuesto que la 
reforma tiene vigencia para las operaciones cuyo 
pago se efectúe a partir del 23 de septiembre de 
2013, inclusive. A ese respecto, la Procuración 
del Tesoro de la Nación había propiciado 
una solución distinta, al analizar la ley 25.414 
y el decreto 493/01: en dicha oportunidad 
entendió que las enajenaciones concretadas 
con anterioridad a la vigencia de esa ley estaban 
exentas con prescindencia del momento en el 
cual se hubiera producido su cobro.

I.2. Aspectos pendientes 

Acciones con dominio disociado: se trata de 
los casos de acciones en las que el titular de 
su dominio lo ha escindido; de este modo, 
podría suceder que su titular sólo enajene 
la nuda propiedad, o bien, el usufructo; ello 
requerirá definiciones en torno a la gravabilidad 
propiamente dicha como a la cuantificación de 
la renta imponible. 

Ingreso del impuesto por un comprador residente 
en el exterior: la ley prevé que en las operaciones 
entre sujetos del exterior el ingreso del tributo 
estará a cargo del adquirente. No obstante, aun 
se encuentran pendientes mayores precisiones 
respecto a la forma de ingresar el impuesto y, en 
su caso, la inscripción del comprador extranjero 
ante el fisco nacional. Este comentario es 
extensivo a la necesidad de sanción de un 
régimen de retención comprensivo de todas las 
operaciones alcanzadas por el impuesto.

Cálculo de la ganancia real para el caso de un 
beneficiario del exterior: a los fines de determinar 
el tributo, la ley brinda al sujeto del exterior 
la opción de aplicar la alícuota del 15% sobre 
la ganancia neta realmente obtenida (art. 
93, segundo párrafo), en lugar de utilizar la 
presunción del 90% de la ganancia bruta (art. 
93, primer párrafo, inc. h). Se deberían dictar 
normas para establecer no sólo el modo de 
determinar el costo fiscal computable para el 
primer supuesto, sino también el procedimiento 
a seguir por el agente de retención para obtener 
esta información y actuar consecuentemente. 

Reorganizaciones societarias en el exterior: si 
los sujetos que se reorganizan en el exterior son 

titulares de acciones, cuotas o participaciones 
en sociedades argentinas, se podría presentar 
una transmisión de éstas a alguna de las 
entidades reorganizadas, lo cual plantea el 
interrogante respecto a si el resultado obtenido 
de ello está comprendida por esta nueva alícuota 
del 15%. Al respecto, a partir de los lineamientos 
internacionales, y toda vez que la reorganización 
no implicaría disposición de tales activos, 
aparece acertado que los eventuales resultados 
queden fuera del ámbito de tributación; esta 
circunstancia merece tanto confirmación 
normativa, como explicitación de los recaudos 
que se deberían verificar para entender 
convalidado ese razonamiento. 

II. 	Imposición del 10% sobre dividendos y otras uti-
lidades

II.1. Aspectos tratados

Base imponible: el reglamento aclara que el 
impuesto se implementará mediante retención 
sobre la suma resultante de restar –al monto de 
la distribución de los dividendos o utilidades–, 
el importe de la retención que se practique 
en concepto de impuesto de igualación, 
de corresponder. Asimismo, en el caso de 
dividendos en especie, la ganancia sujeta a 
impuesto estará dada por el valor corriente en 
plaza de los bienes distribuidos a la fecha de la 
puesta a disposición. 

Imposibilidad de retención: cuando exista 
imposibilidad de retener, el importe de la 
retención que hubiera correspondido practicar 
debe ser ingresado por la entidad pagadora, sin 
perjuicio de su derecho a exigir el reintegro de 
parte del beneficiario. 

Rescate de acciones: el reglamento aclara que, 
en el caso de rescate total o parcial de acciones, 
se considerará dividendo de distribución a 
la diferencia entre el importe del rescate y el 
costo computable de las acciones. Asimismo, 
se precisa cómo determinar dicho costo, y se 
prevén situaciones especiales como el rescate 
de acciones liberadas y de las que hubieran sido 
adquiridas a otros accionistas. 

Accionista argentino de empresa no residente que 
participa en una sociedad local: el 2334/13 amplía 
el alcance del art. 165 XIII.1 del reglamento de 
la ley para este caso tan especial, de modo tal 
que para los residentes en el país no serán 
computables los dividendos distribuidos por 
sociedades del exterior, cuando ellos estuviesen 
integrados por ganancias distribuidas por 
una sociedad argentina que haya tributado el 
impuesto de acuerdo con el art. 69 (35%) y/o en 
el artículo sin número a continuación de éste 
(impuesto de igualación), según corresponda, y 
en el art. 90 de la ley (10% sobre la distribución 
de dividendos y utilidades). 

Vigencia de la reforma: ésta será aplicable para 
los dividendos y utilidades puestos a disposición 

de sus beneficiarios a partir del 23 de septiembre 
de 2013, inclusive. Al respecto, se destaca que 
decisiones de negocio anteriores a la fecha de 
entrada en vigor de la ley 26.893 podrían verse 
impactadas por este nuevo tributo; tal sería el 
caso de distribuciones aprobadas antes de esa 
fecha, pero cuya puesta a disposición hubiera 
tenido lugar con posterioridad a ella.

II.2. Aspectos pendientes 

Capitalización exigua: el art. 81, inc. a), de la ley 
del tributo otorga el tratamiento contemplado 
para los dividendos a los inte-reses de deudas 
que no resulten dedu-cibles, por exceder los 
límites allí pre-vistos. De forma similar con lo 
que ya sucedía frente al impuesto de igualación, 
sería deseable confirmación normativa dirigida 
a clarificar la improcedencia tanto del impuesto 
del 10%, instaurado por la reforma, como la del 
impuesto de igualación. 

Situaciones asimilables a la distribución de 
dividendos: aparte del rescate de acciones que se 
ha reglamentado, esta referencia se hace para 
otros casos tales como el rescate conformado 
por acciones provenientes de la capitalización 
de revalúos contables y/o ajustes de capital, 
o bien, el supuesto de reduc-ciones de capital 
que comprendan acciones oportunamente 
entregadas como divi-dendos (acciones libe-
radas).

 Dividendos anticipados: el reglamento debería 
aclarar el momento en el que esos dividendos 
quedan alcanzados por el tributo y el modo de 
ingreso de la retención. Al tener en consideración 
que hasta tanto no sean aprobados por el órgano 
de decisión, los dividendos anticipados no 
tendrían tal carácter (dictamen 16/2000, DAT) 
y que, por consiguiente, podrían presentarse 
situaciones de imposibilidad de retención. 

Régimen de retención: éste debería ser 
instrumentado con normas específicas que 
permitan el ingreso del tributo por parte del 
agente, y se contemplaran disposiciones tran-
sitorias motivadas en el impuesto que hubiera 
correspondido, por tratarse de distribuciones 
alcanzadas y puestas a disposición con ante-
rioridad a la vigencia del régimen retentivo 
propugnado. Este último escenario conlle-
varía razonablemente la ausencia de intereses 
resarcitorios y multas.

En este sentido, el Poder Ejecutivo ha 
facultado a la Administración Federal de 
Ingresos Públicos para dictar las normas 
pertinentes a los efectos del ingreso del 
impuesto del 10% sobre los dividendos y  
otras utilidades distribuidas por sociedades 
locales. 

No obstante, a modo de apostilla, se puede 
advertir que con release 12 del aplicativo SI.CO.
RE., Versión 8.0, publicado en la página web del 
organismo recaudador en el mes de diciembre de 
2013, se ha incorporado a la tabla de regímenes 
el código “858 – Distribución de dividendos o 
utilidades en dinero o en especie – Ley 26.893”. 
Sin embargo, sólo ha sido previsto para el código 
de impuesto “217 – Impuesto a las ganancias” 
que corresponde a sujetos residentes en el país, 
y no así para beneficiarios del exterior (código 
218). 

Por tanto, la norma reglamentaria debería 
contemplar la aprobación de un nuevo release 
del aplicativo SI.CO.RE., que incorpore adecua-
damente los códigos de impuesto y régimen 
necesarios para el ingreso de la retención alu-
dida. n

Por Daniel Dasso y Diego Prieto


